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�� El objetivo del documento es promover el debate sobre las desigual-
dades de género en el mercado laboral y las estrategias que se deberían 
desarrollar para superarlas. En particular, se busca generar argumentos 
para promover recomendaciones de la oit que reconozcan las tareas de 
reproducción y de cuidado que se realizan en el ámbito de los hogares y 
las familias, como trabajo.

�� En la 18.ª Conferencia Internacional de Estadísticos del Trabajo (en 
2008) se aprobó la Resolución V sobre Medición del Tiempo de Trabajo, 
en la cual se amplía el concepto de trabajo, incluyendo, además del trabajo 
remunerado (lo que tradicionalmente se ha considerado trabajo), el trabajo 
no remunerado (que incluye las tareas domésticas y de cuidado). La oit 
plantea que el objetivo de ampliar el concepto de trabajo es promover 
la generación de estadísticas que permitan estimar el tiempo destinado 
al trabajo no remunerado para la construcción de cuentas satélite (que 
valoren económicamente dicho trabajo) y para tener una mayor com-
prensión y un enfoque más amplio de las políticas económicas, sociales 
y del mercado laboral.

�� Para contribuir al propósito de que las políticas económicas, sociales y 
aquellas orientadas al mercado laboral consideren el trabajo no remune-
rado y busquen transformar su desigual distribución, se desarrollan en 
este documento:

�� argumentos que permiten comprender los mecanismos mediante los 
cuales se producen y reproducen las desigualdades sociales y de gé-
nero en el mundo laboral y de la protección social, y 

�� acciones que se podrían desarrollar para promover la corresponsa-
bilidad social de los cuidados cuya meta es la equidad económica y 
social.
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I. Introducción

Los objetivos de este trabajo son aportar argumen-
tos que permitan comprender mejor los vínculos 
entre la economía del cuidado y las desigualdades 
de género en el mercado laboral, y proponer alter-
nativas de acción para contribuir a la construcción 
de sociedades más justas y democráticas.

Los diagnósticos sobre el mercado laboral en Amé-
rica Latina y el Caribe siguen evidenciando que, a 
pesar de la enorme expansión de la oferta laboral 
femenina y de su nivel educativo, las mujeres con-
tinúan predominando en la inactividad, el desem-
pleo, la informalidad, los sectores de productividad 
baja y media, mientras persisten las brechas de 
género en las horas trabajadas y las remuneracio-
nes por hora. Ello se explica, principalmente, por 
la importante carga de trabajo no remunerado que 
deben realizar las mujeres y por un mercado laboral 
que las discrimina porque mantiene la «norma del 
trabajador ideal», es decir, aquel sin responsabilida-
des familiares.

Las tareas domésticas y de cuidado han sido histó-
ricamente realizadas por las mujeres en forma no 
remunerada en el ámbito de la familia y la comu-
nidad, sin beneficios sociales ni derechos laborales; 
cuando estas tareas se trasladan al mercado o son 
asumidas por el Estado, siguen siendo ejecutadas 
básicamente por mujeres. De esta forma, quienes 
se dedican a las tareas domésticas y de cuidado en 
forma remunerada son poco valoradas: perciben 
bajos salarios, no se rigen por las mismas normas 
laborales que los demás trabajadores, no tienen los 
mismos derechos en la seguridad social y no se les 
brinda formación específica para el trabajo porque 
se considera que tienen capacidades innatas para 
hacerlo.

Revertir estas desigualdades resulta imprescin-
dible para avanzar hacia sociedades más justas, y 
para conseguirlo, el involucramiento de los actores 
sectoriales del mercado laboral es ineludible. En 
este marco, la Confederación Sindical de Trabaja-
dores/as de las Américas (csa), que afilia a 56 or-
ganizaciones nacionales de 23 países de la región, 

prioriza como uno de sus objetivos la igualdad de 
género y la plena participación de las mujeres en to-
dos los niveles del movimiento sindical y en todas 
las instancias de la sociedad. Para esto, considera 
fundamental reafirmar la autonomía y el empode-
ramiento de las mujeres, y resalta la necesidad de 
garantizar el acceso al trabajo decente tanto para 
hombres como para mujeres.1

En línea con estos aspectos, este trabajo resalta la 
necesidad de implementar políticas que promuevan 
la corresponsabilidad en los cuidados (incluyendo 
el trabajo doméstico) entre sectores institucionales 
(Estado, mercado, familia y comunidad) y entre 
sexos (al interior de esas instituciones). Para ello, 
es necesario no solo desarrollar marcos regulato-
rios, servicios y prestaciones, sino también promo-
ver un cambio cultural que contribuya a que dicha 
redistribución sea posible. Ello implica trabajar en 
la deconstrucción de los estereotipos de género y 
redefinir las normas e instituciones que rigen ac-
tualmente en el mercado laboral.

II. Marco teórico y conceptual

El concepto de economía del cuidado ha sido elabora-
do desde el enfoque de la economía feminista2 para 

1. Información disponible en ‹http://www.csa-csi.org/›. 
(Último acceso: 25/04/2017).
2. La economía feminista es una corriente de pensamien-
to económico heterodoxo que ha hecho énfasis en la ne-
cesidad de incorporar las relaciones de género como una 
variable relevante en la explicación del funcionamiento 
de la economía y de la diferente posición de los hombres 
y las mujeres como agentes económicos y sujetos de las 
políticas económicas. Uno de los temas en los que esta 
perspectiva ha hecho hincapié es la necesidad de recuperar 
la noción de provisión de bienestar individual y colectivo 
como objetivo fundamental de la economía. En el estudio 
de la manera en que las economías resuelven la provisión 
de este bienestar, o bien en la forma en que estos sistemas 
se reproducen, aparece jugando un rol de particular im-
portancia el trabajo destinado a cuidar de las personas y 
a proveerlas de lo que necesitan para continuar su vida en 
sociedad (Rodríguez, 2005). Un abordaje amplio del enfo-
que de la economía feminista en América Latina se puede 
encontrarse en Esquivel (2012).
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referirse al espacio donde la fuerza de trabajo es re-
producida y mantenida, incluyendo todas aquellas 
actividades que involucran el mantenimiento gene-
ral del hogar y el cuidado de las personas (Salvador, 
2007).3 Lo más importante de esta idea enunciada 
en la expresión economía del cuidado es dar lugar a 
pensar la relación que existe entre la manera en que 
las sociedades organizan el cuidado de sus miem-
bros y el funcionamiento del sistema económico. 
La producción del mercado no tiene capacidad 
para sostenerse y reproducirse de forma autónoma; 
depende, por lo tanto, de la economía del cuidado 
para su reproducción (Carrasco y Tello, 2012).

La economía feminista se caracteriza por poner en 
el centro del análisis la sostenibilidad de la vida,4 
descentrando los mercados. En consecuencia, el 
objetivo del funcionamiento económico desde esta 
mirada no es la reproducción del capital, sino la 
reproducción de la vida. La preocupación no está 
en la perfecta asignación, sino en la mejor provi-
sión para sostener y reproducir la vida (Rodríguez, 
2015).

La economía del cuidado es el sostén para el fun-
cionamiento del sistema económico. Pero el sis-
tema actual solo considera productivos el trabajo 
remunerado y las transacciones efectuadas en el 
mercado. Los trabajos de cuidado, llevados a cabo 
principalmente por mujeres y niñas en el ámbito 

3. Originalmente estas actividades se han realizado en 
forma no remunerada por los hogares, pero cada vez más 
participan el mercado y el Estado brindando servicios de 
cuidado infantil, cuidado a personas dependientes y servi-
cio doméstico. Por ello, inicialmente las economistas fe-
ministas hacían referencia al trabajo no remunerado que 
se realiza en los hogares con el término care economy, pero 
cada vez más se considera un concepto más amplio que 
incluye también la provisión pública y privada de servicios 
de cuidado (Rodríguez, 2005: 9).
4. Los primeros trabajos de Cristina Carrasco y otras eco-
nomistas feministas ponían el foco en la sostenibilidad de 
la vida humana. Pero en los trabajos más recientes, junto 
con el avance en el vínculo entre economistas feministas y 
ambientalistas, se ha ampliado la mirada considerando la 
sostenibilidad de la vida en su conjunto (que incluye la vida 
humana y la naturaleza).

del hogar y en sus comunidades, se encuentran 
fuera del mercado; lo mismo ocurre con la natu-
raleza, que queda excluida. Sin embargo, tanto la 
tarea reproductiva como los recursos naturales 
son esenciales para que las economías de merca-
do funcionen de manera adecuada; son elementos 
inherentes a la operación del sistema, pero no son 
reconocidos como tales. Por lo tanto, los mercados 
no se preocupan por conservar y regenerar esos re-
cursos vitales (Schildberg, 2015).

El rol de la economía del cuidado 
para el funcionamiento del sistema 
económico

Cada vez más quienes trabajan en temas de desarro-
llo económico y desarrollo productivo empiezan a 
visibilizar el tema de las desigualdades de género 
como una limitante a las capacidades de desarrollo 
de las economías.5 Los trabajos más recientes de la 
cepal lo colocan como un tema central para lograr 
la igualdad (Bárcena y Prado, 2016).

En el documento central elaborado para la Confe-
rencia Regional de la Mujer (cepal, 2016a), se plan-
tea el cuidado como articulador de los procesos de 
producción y reproducción, y su reconocimiento y 
redistribución como imperativos para alcanzar la 
igualdad de género y la igualdad socioeconómica 
en nuestros países. En ese documento también se 
afirma que para lograr la autonomía de las mujeres 
es crucial analizar lo que sucede en la economía 
del cuidado, ya que allí se concentran las atribu-
ciones socioculturales y las responsabilidades asig-
nadas por la sociedad, según el sistema de géne-
ro dominante, que en muchos casos obstaculizan 
el desarrollo personal de las mujeres e impiden el 
despliegue de sus habilidades relativas a la inno-
vación, la producción y el mercado laboral, entre 
otras (cepal, 2016a).

5. En Espino y Salvador (2013) se presenta el vínculo entre 
cuidados y desarrollo, y se fundamenta la relevancia de que 
las políticas de cuidado incorporen el enfoque de género.
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La figura 1 busca ilustrar en forma esquemática las 
interrelaciones entre la economía de mercado y la 
economía del cuidado. Se presentan los flujos en-
tre los hogares y el mercado, en que los hogares 
ofrecen fuerza de trabajo y consumen los bienes 
y servicios que producen las empresas con dicho 
trabajo. El sector público es empleador también de 
fuerza de trabajo que ofrecen los hogares y provee 
servicios y pagos de la seguridad social. A su vez, 
existe un sector de las organizaciones no guberna-
mentales (ong) que también se nutre de la oferta de 
mano de obra que brindan los hogares. Los hom-
bres y las mujeres se insertan en todos los sectores, 
pero la rígida división sexual del trabajo mantiene 
a las mujeres subsumidas al trabajo de cuidado no 
remunerado, y ello condiciona su inserción en el 
mercado laboral, quedando sobrerrepresentadas en 
el trabajo informal y el trabajo voluntario. Mientras 
que los hombres tienen una mayor participación 
en el trabajo remunerado formal, tanto en el sector 
público como en el privado y en las ong.

Pero, como plantea Carrasco (2011), en el mar-
co del sistema capitalista se verifican una serie 
de tensiones que repercuten en la economía del 
cuidado. Una refiere a la tensión entre el trabajo 
remunerado y el no remunerado, que tiene que ver 
con los tiempos y la forma de organización de am-
bos. También la tensión entre salarios y beneficios 
que se esconde detrás la relación entre ingresos 
de los hogares y disponibilidad de recursos para 
reducir el trabajo no remunerado. Todas ellas se 
entrelazan en lo que sería la tensión social fun-
damental entre la lógica del capital y la lógica de la 
vida. Como la economía del cuidado es la base del 
edificio económico donde se sostiene el entrama-
do de la vida social humana y se ajustan las ten-
siones entre los diversos sectores de la economía, 
un exceso de presión sobre el sector doméstico 
para brindar trabajo de cuidado no remunerado 
que compense las deficiencias de otros sectores 
puede llevar al «agotamiento de las capacidades 
humanas» (unifem, 2000) (figura 1).

Por el contrario, para mantener y mejorar las ca-
pacidades humanas, el sector doméstico necesita 
contribuciones de los demás sectores. No puede 

ser tratado como «un manantial inagotable»6 que 
puede proveer todo el cuidado que sea necesario, 
independientemente de los recursos que reciba de 
los demás sectores. El déficit en la provisión de 
cuidados conlleva problemas de desacumulación 
de capacidades, valores y afectos, lo que influye en 
el funcionamiento del sistema económico y tiene 
consecuencias en el aprovechamiento de las opor-
tunidades de crecimiento y desarrollo (Espino y 
Salvador, 2013). Por lo tanto, es necesario inver-
tir en la economía del cuidado para incrementar 
las capacidades humanas, y esa inversión se realiza 
mediante la provisión de servicios públicos y em-
pleos decentes (Elson, 1999).

Por lo tanto, mediante el concepto de economía del 
cuidado, la economía feminista pretende al menos 
dos objetivos: en primer lugar, visibilizar el rol sis-
témico del trabajo de cuidado en la dinámica eco-
nómica en el marco de sociedades capitalistas, y en 
segundo lugar, dar cuenta de las implicancias que 
la manera en que se organiza el cuidado tiene para 
la vida económica de las mujeres. La preocupación 
central es la cuestión distributiva. Y en particular 
se concentra en reconocer, identificar, analizar y 
proponer cómo modificar la desigualdad de géne-
ro como elemento necesario para lograr la equidad 
socioeconómica (Rodríguez, 2015).

Como plantea Esquivel (2011 y 2012), con el estu-
dio de la economía del cuidado se busca poner en 
cuestión los modos en los que se genera la distribu-
ción de los trabajos, los tiempos y los ingresos, con 
el propósito de visibilizar las bases sobre las cuales 
se sustenta la desigualdad para transformarla. El 
riesgo del foco exclusivo en las políticas sociales 
es dejar inexplicado e incuestionado el proceso por 
el cual se llega a la distribución de los ingresos, los 
tiempos y los recursos antes de que las políticas so-
ciales sirvan para contrarrestar los efectos «colate-
rales» del funcionamiento económico mediante su 
redistribución.

6. Refiere a considerar a los cuidados como algo dado, exó-
geno al sistema.
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Figura 1

El funcionamiento económico desde una mirada de género

Sector Público

Sector Privado

Trabajo Informal 
Remunerado

y No Remunerado

Trabajo Formal
Remunerado

Trabajo
Voluntario

Trabajo de Cuidado
No Remunerado

Agotamiento de las capacidades humanas

bienes y servicios de mercado y pagos trabajo formal, incluido en el PNB

trabajo informal, infravalorado en el PNB

trabajo voluntario y de cuidado no remunerado,
no incluido en el PNBaportaciones de trabajo remunerado

agotamiento de las capacidades humanas

aportaciones de trabajo remunerado y
de trabajo voluntario
servicios públicos, transferencias de ingresos y pagos
menos impuestos y gastos para el usuario

bienes y servicios de mercado y no de mercado
incluyendo información y apoyo

Trabajo Formal
Remunerado

Trabajo Formal
Remunerado

Sector Doméstico

Sector ONG

Fuente: unifem (2000: 27).

En síntesis, en dos motivos se basa el interés por 
estudiar la organización y analizar las implicancias 
de la economía del cuidado. Por un lado, el hecho 
de que, al no visibilizarse en los análisis económicos 
convencionales, los impactos del funcionamiento del 
sistema en la economía del cuidado pasan inadverti-
dos. Por otro lado, porque la organización actual de 
esa esfera de la economía contribuye a reproducir las 
desigualdades sociales y de género existentes.

Para revertir esa situación, se requiere una agenda 
de cuidados transformadora. Según Fraser (1995, cita-

do en Esquivel 2015: 66), una agenda de cuidados 
transformadora es aquella que modifica las des-
igualdades asociadas a la prestación de cuidados 
«por medio de la reestructuración del marco gene-
rativo subyacente», en contraposición con medidas 
afirmativas «destinadas a corregir los resultados 
desiguales de ciertos acuerdos sociales sin alterar 
el marco subyacente que los genera». Un enfoque 
transformador sobre el cuidado significa modificar 
radicalmente la prestación de cuidados (y posible-
mente también la definición de los beneficiarios y 
las beneficiarias) a partir de reconocer, reducir y 
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redistribuir el trabajo de cuidado: es lo que se ha 
dado en llamar el marco de las tres r. Un cambio 
radical en el cuidado no podría ocurrir sin que las 
dimensiones económica, social y política tal cual 
las conocemos se modificaran también (Esquivel, 
2015).

Reconocimiento del cuidado

Como se plantea en la Plataforma para la Acción de 
Beijing (1995), reconocer el trabajo de cuidado sig-
nifica hacer visibles la naturaleza, el alcance y el papel 
que juega el cuidado en cada contexto determina-
do. Desinvisibilizar el cuidado es tomar en cuenta la 
totalidad de sus contribuciones al funcionamiento 
de nuestras sociedades y economías, sin perder de 
vista quién realiza esas contribuciones. El recono-
cimiento del cuidado incluye su medición, pero va 
más allá de las comparaciones agregadas del tra-
bajo doméstico y de cuidados para entender sus 
impactos distributivos y potencialmente empobre-
cedores. Reconocer el cuidado significa también no 
«darlo por sentado» en el diseño de políticas socia-
les, y menos aún sostener estereotipos de género 
que siguen provocando que el cuidado sea provis-
to mayoritariamente por las mujeres. Reconocer 
el trabajo de cuidado significa, también, generar 
agendas discursivas con la finalidad de desafiar las 
relaciones de poder existentes. El reconocimiento 
del cuidado debería contribuir a modificar su sub-
valuación y, con ello, los bajos salarios y las preca-
rias condiciones de trabajo de las trabajadoras y los 
trabajadores del cuidado (Esquivel, 2015).

Reducción del cuidado

Cuando se plantea la reducción de los cuidados, 
se hace referencia a aquellos que generan costos 
físicos innecesarios o son el resultado de la falta 
de infraestructura. Se trata de una reducción que 
no solamente sea beneficiosa para quienes reali-
zan esas labores, sino que no vaya en detrimento 
de otras personas. Por lo tanto, la sociedad en su 
conjunto se beneficiaría con la reducción de ese 
tiempo dedicado al cuidado. Por ejemplo, activi-
dades que suelen recaer en las mujeres más pobres, 
como viajar largas distancias para acceder a los ser-

vicios de cuidado, recolectar leña o acarrear agua 
en entornos rurales o espacios urbanos precarios, 
procesar alimentos manualmente o proveer cuida-
dos a familiares enfermos porque faltan insumos o 
personal en los centros de salud (Esquivel, 2015).

De la misma forma, se propone reducir el tiempo 
dedicado al trabajo remunerado para disponer de 
más tiempo para el ocio y los cuidados (onu Mu-
jeres-ilsb, 2015; cepal, 2016a; Schildberg, 2015).

Redistribución del cuidado

El cuidado debe ser concebido como una responsa-
bilidad social y colectiva, no como un problema in-
dividual limitado a la esfera familiar. Esto obliga a 
redistribuir de tres formas los trabajos de cuidado:7

�� Redistribución de mujeres a hombres: tanto en el ám-
bito público como en el privado, las soluciones 
vinculadas a la prestación de cuidados deben 
tener en cuenta a hombres y mujeres por igual. 
Por ejemplo, la licencia laboral debe contemplar 
la situación de ambos progenitores para desafiar 
los estereotipos y los roles de género, y fomentar 
el concepto de responsabilidades compartidas 
para los trabajos de cuidado no remunerados.

�� Redistribución de los hogares al Estado, pero no ne-
cesariamente al mercado: los Estados deben 
impulsar un cambio estratégico en materia de 
cuidados, para dejar de confiar en el mercado 
y la prestación voluntaria y volver a los servi-
cios públicos, asequibles y de alta calidad, con 
acceso universal a la salud, la educación y la 
seguridad social. Cuando la provisión pública 
está ausente o es insuficiente y prevalecen las 
prestaciones privadas, el acceso a servicios de 
cuidado se convierte en una función del poder 
adquisitivo de los hogares, reflejando (y poten-
ciando) la desigualdad (Esquivel, 2015).

7. Tomado de Schildberg (2015).
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�� Redistribución de tiempo y recursos entre grupos so-
ciales, particularmente a favor de los hogares 
pobres. La redistribución del cuidado es tam-
bién en términos del financiamiento, ya que sin 
políticas los sectores de menores recursos se 
empobrecen más debido al cuidado que pres-
tan, mientras que los de mayores recursos ad-
quieren los sustitutos de cuidado en el mercado.

Como resultado de estas políticas de correspon-
sabilidad en los cuidados, se espera una sociedad 
más justa, en la que las personas puedan ejercer sus 
derechos a autocuidarse, a cuidar y a ser cuidadas, 
y una sociedad más democrática, en la medida en 
que las personas tendrían la posibilidad de elegir 
más libremente la vida que desean vivir (Espino 
y Salvador, 2013). También el bienestar social au-
menta porque el cuidado mejora cuando se realiza 
más democráticamente («Care is done better when 
done democratically») (Tronto, 2013).

III. Diagnóstico regional sobre 
la economía del cuidado y sus 
implicancias para la equidad social y 
de género

III.1. Economía del cuidado: fuente de 
reproducción de las desigualdades
La economía del cuidado encuentra una fuente de 
indicadores en las encuestas de uso del tiempo, que per-
miten contabilizar la cantidad de horas que las per-
sonas dedican al trabajo no remunerado. En Amé-
rica Latina y el Caribe, 19 países han realizado estas 
mediciones, pero solo algunos han avanzado en la 
valorización económica del trabajo no remunerado 
y la estimación del porcentaje que él representa en 
relación con el producto interno bruto (pib).8

8. Dicha valorización ha tenido como propósito, en varios 
de esos países, incorporarla al sistema de cuentas naciona-
les mediante la construcción de la cuenta satélite del traba-
jo no remunerado o de la economía del cuidado.

Como se observa en el cuadro 1, el trabajo no re-
munerado representa en torno al 20 % del valor 
del pib, y las mujeres aportan alrededor de las tres 
cuartas partes del total. Ello significa que una parte 
muy importante del trabajo que realizan las muje-
res para sostener las economías no se contabiliza 
en el pib ni se visualiza en los modelos económicos 
que se utilizan para realizar recomendaciones de 
política.

Cuadro 1

América Latina (8 países): valor económico 
del trabajo no remunerado de los países (en 

porcentajes del pib)

País Año Total Mujeres Hombres

Colombia 2012 20,4 16,3 4,1

Costa Rica a b 2011 15,7 11,5 4,3

Ecuador 2012 15,2 11,8 3,4

El Salvador 2010 18,3 14,5 3,9

Guatemala 2014 18,8 16,3 2,5

México 2014 24,2 18,0 6,2

Perú 2010 20,4 14,1 6,3

Uruguay a 2013 22,9 16,3 6,6

Fuente: cepal (2016a), sobre la base de la valorización del trabajo 
no remunerado de los respectivos países.
a El cálculo no involucró a los organismos rectores de las cuentas 
nacionales en cada país (bancos centrales).
b Gran Área Metropolitana.

La diferencia en el aporte económico que realizan 
hombres y mujeres es reflejo de las desigualdades 
en el tiempo destinado a cada tipo de trabajo (re-
munerado y no remunerado). Esa rígida división 
sexual del trabajo, que se transmite de generación 
en generación, solo se ha visto modificada por la 
mayor inserción laboral de las mujeres, pero apenas 
ha logrado involucrar a los hombres en las tareas 
de cuidados. En consecuencia, la carga total de 
trabajo que realizan las mujeres es superior, como 
muestra el gráfico 1.

En ello operan no solamente los roles que asumen 
socialmente los hombres y las mujeres, sino también 
las oportunidades que enfrentan en el mercado la-
boral. Esas oportunidades están condicionadas por 
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la segmentación del mercado laboral (producto de 
la heterogeneidad productiva) y las restricciones de 
género que se expresan, por ejemplo, en la segrega-
ción ocupacional. Por ello, la superposición de la 
segregación ocupacional (horizontal y vertical) y la 
segmentación del mercado laboral genera una ofer-
ta de puestos de trabajo de peor calidad y menor 
remuneración para las mujeres.9

9. Para definiciones de segmentación del mercado labo-
ral, segregación ocupacional y heterogeneidad productiva, 
véase el glosario.

Gráfico 1

América Latina (10 países): tiempo destinado al trabajo total, remunerado y no remunerado,  
de la población de 20 a 59 años, por sexo, alrededor de 2014a (en horas semanales)
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Fuente: cepal (2016a), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de uso del tiempo de los respectivos países.
a Datos de nivel nacional, excepto en el caso de Costa Rica, en que corresponden a la Gran Área Metropolitana.

Generalmente se reconoce que la inserción laboral 
femenina está condicionada por la carga del traba-
jo no remunerado que las mujeres deben resolver 
en la familia y en el hogar (Lupica, 2015; cepal, 
2016a; onu Mujeres, 2016). Pero no se identifica 
tanto el efecto combinado de las restricciones de 
género y la segmentación del mercado laboral, lo 
que consolida la reproducción de esas desigualda-
des. Como se afirma en Espino y Salvador (2016), 
«las restricciones de género sostienen la segmenta-
ción del mercado laboral»: la escasez de servicios, 
regulaciones laborales y transformaciones cultura-
les para distribuir las responsabilidades de cuidado 
restringen la posibilidad de encontrar empleos de 
calidad y con mayores ingresos. En los ocho países 
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estudiados por las autoras, se encontró evidencia, 
mediante técnicas de análisis tanto cuantitativas 
como cualitativas, de que las mujeres con hijos/as 
pequeños/as, cuando enfrentan limitaciones para 
compatibilizar la vida familiar y laboral, tienden a 
reducir la carga de trabajo remunerado y a ocupar-
se como cuentapropistas o asalariadas informales 
(Espino y Salvador, 2016).

Por otra parte, las restricciones de género contribu-
yen a reproducir las desigualdades entre las propias 
mujeres. El acceso diferenciado de las mujeres a los 
servicios de cuidado profundiza las brechas entre 
ellas. Ello se debe a la escasez de servicios públicos 
o gratuitos y al hecho de que las mujeres con ma-
yor nivel educativo y con mejores condiciones eco-
nómicas tienen mayores posibilidades de acceder 
a servicios provistos por el mercado (guarderías, 
servicio doméstico, asistentes personales, etc.).

Estos aspectos explican también el enlentecimien-
to que se evidencia en el ritmo de crecimiento de 
la participación laboral femenina en la década del 
2000. Un trabajo reciente (Gasparini y Marchio- 
nni, 2015) concluye que ese enlentecimiento se 
debe a que las mujeres de hogares de menores re-
cursos, con hijos pequeños y menores niveles edu-
cativos no logran insertarse en el mercado laboral. 
Mientras que en la década anterior la inserción la-
boral fue más dinámica porque quienes ingresaban 
eran las mujeres con mayores oportunidades labo-
rales. Pero, de todas formas, estas ingresaron a un 
mercado laboral con fuertes sesgos androcéntricos, 
en el que impera la «norma del trabajador ideal» 
como aquel sin responsabilidades familiares. Ello 
condiciona y discrimina a las mujeres manteniendo 
la segregación ocupacional y la brecha salarial.

Asimismo, como plantea onu Mujeres (2016), las 
mujeres evidencian distintos escenarios en el mer-
cado laboral, todos signados por la desigualdad: pi-
sos pegajosos, escaleras rotas y techos de cristal. El primero 
refiere a las mujeres que no se han incorporado al 
mercado laboral o cuya incorporación es precaria. 
El segundo (el grupo del medio) refiere a las muje-
res que «carecen de redes de protección que les per-
mitan dar saltos de empoderamiento o las ayuden a 

prevenir deslizamientos hacia pisos pegajosos». El 
tercero engloba a las mujeres con mayor nivel edu-
cativo y mejor acceso a servicios de cuidado, con 
biografías laborales similares a las de los hombres, 
pero que se desarrollan en contextos de recurrente 
desigualdad debido a la discriminación laboral.

En esta línea, en el informe cepal (2011) que ana-
liza «las fábricas, los circuitos y los núcleos duros 
que reproducen la desigualdad», se reconoce que 
uno de los nudos centrales en el mercado laboral 
son las restricciones de género. Según el informe, 
dichas restricciones, junto con la heterogeneidad 
productiva, reproducen las desigualdades sociales. 
Lo más desalentador es que, en las dos décadas en-
tre 1990 y 2010, las brechas entre las mujeres se han 
profundizado, porque «se ha acentuado el rígido 
circuito de desigualdad» que castiga más a las mu-
jeres sometidas a mayores presiones de cuidado y 
con menores ingresos.

III.2. Evidencia sobre las implicancias 
de las restricciones de género en la 
inserción laboral

Las restricciones de género impactan en la inser-
ción laboral de las mujeres por la falta de servicios, 
regulaciones laborales y transformaciones cultura-
les que promuevan la reducción y redistribución de 
los cuidados.

En distintos estudios que se han realizado para 
América Latina y el Caribe se encuentra que las mu-
jeres enfrentan limitaciones por su menor participa-
ción laboral, mayores niveles de desempleo, peor ca-
lidad del empleo y persistencia de la brecha salarial.

�� Menor participación laboral de las mujeres 
y aumento de las diferencias entre estratos 
socioeconómicos

�� La mitad de las mujeres latinoamericanas y 
caribeñas están aún fuera del mercado labo-
ral. Solamente 5 de cada 10 mujeres en edad 
de trabajar participan en la fuerza de trabajo, 
en contraposición con 8 de cada 10 hombres.
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�� Si se comparan las tasas de participación 
laboral femenina en los países de América 
Latina, se comprueba que las más altas se 
presentan en Perú, seguido de cerca por Bo-
livia (Estado Plurinacional de). También se 
ubican sobre el promedio regional Brasil, 
Colombia, Paraguay y Uruguay.

�� En cambio, en Guatemala, Honduras, Nica-
ragua y República Dominicana las tasas de 
participación laboral femenina son inferio-
res al 45 %.

�� En el Caribe, la participación laboral feme-
nina es también heterogénea, pero más alta 
que la de América Latina, destacando los 
casos de Bahamas, Barbados y Santa Lucía 
(cepal-fao-onu Mujeres-pnud-oit, 2013) 
(gráfico 2).

�� Una proporción importante de mujeres de-
claran que se mantienen fuera del mercado 
laboral por razones familiares. Ello es lla-
mativo en El Salvador, Bolivia, República 
Dominicana y Venezuela (entre el 50 % y el 

Gráfico 2

América Latina (18 países): tasas de participación laboral femenina, alrededor de 2014 (en 
porcentajes)
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65 % de las mujeres de entre 20 y 59 años 
de edad). También es significativo en Cos-
ta Rica, Chile, Panamá y Honduras (entre el 
33 % y 43 %) (gráfico 3).

�� El aumento en la participación laboral responde a 
una importante mejora en el nivel educativo de las 
mujeres. Durante las décadas pasadas todos 
los países de la región han incrementado el 
promedio de años de educación de la pobla-
ción económicamente activa femenina, aun-
que con marcadas diferencias (gráfico 4). 
En particular, las mujeres jóvenes (menores 

de 30 años) han sobrepasado a los hombres 
tanto en términos de logro educativo como 
de matrícula escolar en todos los países de la 
región, excepto Bolivia (Estado Plurianual 
de) y Guatemala (Lupica, 2015) (gráfico 4).

�� Mayores diferencias de género en estratos de bajos in-
gresos. Cuando hay niños o niñas menores de 6 
años en el hogar, es decir, cuando las deman-
das de cuidado son muy altas, las tasas de parti-
cipación de las mujeres representan un 54,3 % 
de las de los hombres. Si el niño menor en el 
hogar tiene entre 6 y 14 años, la tasa asciende a 

Gráfico 3

América Latina (10 países): población de 20 a 59 años que se encuentra  
fuera del mercado laboral por razones familiares, alrededor de 2013 (en porcentajes)
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un 60,9 %, mientras que cuando no hay niños 
menores en el hogar, la tasa alcanza un 64,2 %. 
Las diferencias son considerablemente más 
marcadas en los hogares más pobres; cuando 
hay niños pequeños en el hogar (menores de 6 
años), la participación laboral femenina decre-
ce, a diferencia de la masculina, que aumenta 
(Lupica, 2015) (cuadro 2).

�� Mayor desempleo femenino

�� El nivel de desempleo de las mujeres ha sido 
históricamente más alto que el de los hombres.

�� Hay países con bajas tasas de desempleo ex-
plicadas en parte por bajas tasas de actividad 

laboral (Guatemala, México, El Salvador). 
Otros como Perú, Bolivia y Ecuador regis-
tran tasas de actividad más elevadas, por lo 
cual si el desempleo es bajo significa que es-
tán ocupadas, pero su empleo probablemen-
te es de mala calidad porque el nivel educa-
tivo de estas mujeres es inferior al promedio 
de la región (gráfico 5).

�� Menor calidad del empleo por efecto de la 
segmentación del mercado laboral y la se-
gregación ocupacional

La heterogeneidad productiva que caracteriza a 
nuestras economías se traduce en empleos de mala 
calidad, principalmente para las mujeres. Ello se 

Gráfico 4

América Latina (18 países): promedio de años de estudio,  
población económicamente activa de 15 años y más, por sexo, alrededor de 2013

Fuente: Lupica (2015), sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los respectivos países. Datos nacionales, excepto 
Argentina, que corresponde a áreas urbanas. Los datos corresponden a 2013, excepto para Argentina y México (2012), el Estado Plurinacional 
de Bolivia (2011), Honduras (2010), Nicaragua (2009) y Guatemala (2006).
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Gráfico 5

América Latina (18 países): tasas de desempleo según sexo, alrededor de 2014 (en porcentajes)
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Cuadro 2

América Latina (promedio ponderado de 18 países): tasas de participación de mujeres y hombres 
según composición del hogar y quintil de ingresos, alrededor de 2012 (en porcentajes)

Edad del niño más pequeño
Sin niños en el hogar

Menos de 6 años Entre 6 y 14 años

Total

Mujeres 54,3 60,9 64,2

Hombres 90,0 81,3 80,0

Mujer/hombre 60,3 74,9 80,3

Quintil I

Mujeres 39,9 45,0 41,2

Hombres 85,5 74,7 63,7

Mujer/hombre 46,7 60,2 64,7

Quintil V

Mujeres 73,5 74,1 70,2

Hombres 93,8 83,5 85,0

Mujer/hombre 78,4 88,7 85,6

Fuente: cepal-fao-onu Mujeres-pnud-oit (2013, tomado de Lupica 2015)..
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verifica tanto en el enfoque sectorial como en el 
enfoque de la estructura empresarial. El primero, 
que es el que presenta cepal (2016a) y utiliza la Di-
rección de Asuntos de Género (dag) en su Obser-
vatorio de Igualdad de Género, da cuenta de que el 
79 % de las mujeres en América Latina se emplean 
en los sectores de baja productividad10 (gráfico A.1 
en Anexo I).

El segundo enfoque asimila el sector de baja pro-
ductividad al sector informal de oit, en el que 
también las mujeres están sobrerrepresentadas en 
todos los países. El sector informal se compone 
de los/as empleadores/as y asalariados/as de mi-
croempresas (con menos de cinco ocupados), los 
y las trabajadores por cuenta propia (excluyendo a 
profesionales), el servicio doméstico y las y los tra-
bajadores familiares no remunerados.11

A las mujeres las afectan ambos fenómenos, la in-
formalidad en el empleo y la mayor representación 
en el sector informal. Por lo tanto, cuando se ana-
liza la proporción de mujeres en la economía infor-
mal, que es la agregación de ambos (el empleo y el 
sector informal), para todos los países se encuentra 
que la proporción de mujeres en la economía in-
formal es mayor que la de los hombres (cuadro 3).

En el informe de cepal (2011), se presenta una 
clasificación de los países según su nivel de hete-
rogeneidad estructural considerando el impacto 
en la desigualdad de ingresos. Los países con he-
terogeneidad estructural moderada son Argentina, 
Chile, Costa Rica, México y Uruguay. Los países 
con heterogeneidad estructural intermedia son 
Brasil, Colombia, Panamá y Venezuela. Los países 
con heterogeneidad estructural severa son Boli-

10. Según esta clasificación, los sectores de baja producti-
vidad son agricultura, comercio, servicios; los sectores de 
productividad media son industria manufacturera, cons-
trucción, transporte y comunicaciones, y los sectores de 
productividad alta son minería, electricidad, gas y agua, 
actividades financieras e inmobiliarias.
11. Una explicación más detallada de los conceptos de 
economía informal, sector informal y empleo informal se 
presenta en el glosario.

via, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua, Paraguay, Perú y República Dominica-
na.12 En aquellos países con mayor heterogeneidad 
estructural, la proporción de mujeres en la econo-
mía informal es muy alta (superior al 50 %) y la di-
ferencia con los hombres es mayor.

En estos casos, se observa claramente el efecto de 
la superposición entre la segmentación del merca-
do laboral y la segregación ocupacional. La seg-
mentación del mercado laboral es producto de la 
heterogeneidad productiva, que implica que hay 
empleos que se generan en la economía formal y 
obtienen altos salarios cuando se ubican en estra-
tos de alta productividad, o salarios medios cuando 
el nivel de productividad es menor. Otros empleos 
se generan en la economía informal, en la que bá-
sicamente los salarios tienden a ser menores y los 
empleos mayormente informales. Por otra parte, la 
segregación ocupacional (horizontal o vertical) es 
efecto de las restricciones de género que generan 
discriminación a partir de la oferta y a partir de 
la demanda. A partir de la oferta, cuando las pro-
pias mujeres deciden trabajar en el sector informal 
porque les da mayor libertad para conciliar su vida 
familiar y laboral. A partir de la demanda, cuando 
las y los empleadores las discriminan por sus res-
ponsabilidades familiares.

Por lo tanto, las mujeres enfrentan más restriccio-
nes para acceder a los segmentos de alta produc-
tividad, porque al efecto de la segmentación se le 
agrega el efecto de la discriminación que se ma-
nifiesta en la segregación ocupacional vertical u 
horizontal. Estos fenómenos, a su vez, se retroa-
limentan ante la falta de políticas que promuevan 
la corresponsabilidad en los cuidados, acentuando 
el impacto de las desigualdades de género en las 
desigualdades sociales.

12. El criterio de clasificación se basó en las diferencias 
en la relación del ingreso per cápita entre el primero y el 
quinto quintiles. Ello es un reflejo de las desigualdades de 
ingresos entre las personas, en las que no solo influyen el 
tipo de empleo y su remuneración, sino también el desem-
pleo o la no incorporación al mercado laboral.



16

| ECONOMÍA DEL CUIDADO, RELACIONES DE TRABAJO Y NORMAS INTERNACIONALES 
Soledad Salvador, Daniela de los Santos  

�� Se mantienen la brecha salarial de género y 
las jornadas laborales más acotadas

A pesar del aumento de la oferta laboral y el mayor 
nivel educativo de las mujeres, se mantiene la bre-
cha salarial por hora. Ello se explica en parte por la 
importante segregación ocupacional.

También la jornada laboral de las mujeres es sig-
nificativamente más corta que la de los hombres. 
Por lo tanto, los ingresos mensuales de las mujeres 
son significativamente inferiores, porque al menor 
salario por hora se le agrega la jornada laboral más 
acotada (cuadro 4).

Lupica (2015) plantea que, en la región, las mujeres 
sufren subempleo horario en mayor medida que 

Cuadro 3

América Latina: proporción de hombres y mujeres ocupados en el sector informal, en empleos 
informales fuera del sector informal y en la economía informal (ordenados según la proporción de 

mujeres empleadas en la economía informal)

País Año
% de ocupados en el sector 

informal
% de ocupados con empleo informal, 

fuera del sector informal
% de ocupados en la 
economía informal

Hombres Mujeres Hombres Mujeres Hombres Mujeres

Brasil 2013 21,0 15,3 8,3 18,9 29,3 34,2

Uruguay 2013 29,9 26,5 2,8 8,2 32,7 34,7

Argentina 2011 23,0 17,8 8,8 17,8 31,8 35,7

Panamá 2013 23,9 21,5 9,4 16,6 33,2 38,1

Costa Rica 2013 25,9 22,8 4,3 17,3 30,3 40,1

Ecuador 2011 23,9 29,2 9,8 15,2 33,8 44,3

Venezuela 2009 32,5 33,4 8,9 13,4 41,4 46,8

República 
Dominicana

2013 29,9 27,2 10,0 25,7 39,9 52,9

México 2013 28,7 32,3 12,1 24,3 40,8 56,6

Paraguay 2013 25,1 27,4 19,6 29,5 44,6 57,0

Bolivia 2009 32,0 38,0 16,9 20,7 48,8 58,7

Perú 2013 31,4 41,3 15,2 17,8 46,6 59,2

Guatemala 2013 28,9 49,9 10,7 18,0 39,6 67,9

El Salvador 2013 32,0 55,9 9,6 14,2 41,6 70,1

Colombia 2013 39,7 55,8 8,3 14,9 48,0 70,7

Fuente: Elaboración propia basada en ilostat (consultado en octubre de 2016).

los hombres: el 10 % de las mujeres y el 5,2 % de 
los hombres ocupados trabajan menos de 30 horas 
semanales y desearían trabajar más horas, pero no 
pueden hacerlo porque no encuentran un empleo 
para completar su jornada.

Dicha autora plantea que ello se explica tanto por 
el trabajo no remunerado que recae principalmente 
en las mujeres como por la nueva organización de 
la jornada laboral. Señala que «en las últimas dé-
cadas aumentó el trabajo en turnos, especialmente 
rotativos, así como el trabajo en jornadas con inicio 
y términos móviles, fragmentadas, sin horario fijo 
ni limitación alguna, se creó el sistema de semana 
o mes de trabajo comprimido, y nuevas formas de 
trabajo a tiempo parcial fuera del horario normal 
diurno concentrado, sobre todo, en fines de sema-
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na y festivos. Estas nuevas formas de organización 
del tiempo de trabajo influyen de manera particu-
lar en las mujeres, porque se han producido espe-
cialmente en sectores donde se registra una fuerte 
concentración de empleo femenino. Es el caso de 
trabajadoras en empresas del comercio al por me-
nor (grandes tiendas y supermercados), en el sector 
telecomunicaciones (centros de llamados) y en los 
servicios financieros» (Lupica, 2015: 27-28).

Cuadro 4

América Latina (9 países): jornada laboral  
(en horas semanales) de hombres y mujeres  
de 20 a 59 años, y brecha salarial por hora

País Año
Jornada laboral  

(horas semanales)
Brecha 
salarial 

por horaa 
(%)Mujeres Hombres

Argentina 2013 20,2 40,3 –12

Brasil 2012 24,2 40,9 –25

Colombia 2012 24,8 50,6 –21

Costa Rica 2011-2012 25,4 47,7 –10

Ecuador 2012 25,3 52,4 –20

México 2014 24,8 52,8 –16

Panamá 2011 29 50,1 –21

Perú 2010 25,3 48,9 –28

Uruguay 2012/2013 27,4 41,5 –22

Fuente: Elaboración propia basada en datos de cepal (2016a) y 
sedlac (cedlas y Banco Mundial).13

a Controlando nivel educativo y experiencia mediante una ecuación 
de Mincer.

Por ello, cuando se habla de las estrategias para 
promover la corresponsabilidad en los cuidados, 
no solo hay que pensarlo a partir de la oferta de 
servicios, sino también a partir de las formas de 
organización del trabajo en las empresas.

13. sedlac es la Base de Datos Socioeconómicos para 
América Latina y el Caribe desarrollada por el cedlas 
(Universidad Nacional de La Plata) y el Banco Mundial. 
‹http://sedlac.econo.unlp.edu.ar/esp/index.php› (consul-
tado en diciembre de 2016).

III.3. Características del empleo en el 
sector de los servicios de cuidados

El empleo en los servicios de cuidados tiende a su-
frir las mismas dificultades que el trabajo no remu-
nerado: es altamente feminizado, poco valorado, 
invisibilizado y con escaso reconocimiento social. 
En consecuencia, la calidad del empleo es mala 
(con escasa cobertura de la seguridad social), los sa-
larios son bajos y la regulación de la jornada laboral 
y de las condiciones de trabajo en general es escasa.

En el sector de los cuidados se incluyen el trabajo 
doméstico, el cuidado de personas dependientes en 
instituciones o a domicilio y el cuidado infantil en 
instituciones o a domicilio.

Caracterización del trabajo doméstico en 
América Latina y el Caribe14

El trabajo doméstico es una de las ocupaciones con 
mayores tasas de empleo informal. En el sector se 
emplean aproximadamente el 7 % de los ocupados 
en la región, y en 2013, su tasa de informalidad as-
cendía a 77,5 %.

El 93 % de los trabajadores domésticos en América 
Latina son mujeres. Aunque su importancia para el 
empleo femenino ha disminuido (pasando de cons-
tituir el 18,6 % en 2000 a ser el 14,3 % en 2013), 1 
de cada 7 mujeres ocupadas en América Latina es 
trabajadora doméstica.

Hay una proporción significativa de trabajadoras 
domésticas entre la población migrante, las perso-
nas indígenas y las afrodescendientes.

El nivel educativo de las trabajadoras domésticas 
ha venido mejorando, pero sigue siendo un trabajo 
mal valorado en términos de ingresos. Actualmen-
te, en Argentina, Brasil, Costa Rica, El Salvador, 
Nicaragua, Panamá, República Dominicana y Uru-
guay, los ingresos de las trabajadoras domésticas 

14. Basado en Lexartza, Chaves y Carcedo (2016).
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son iguales o inferiores al 50 % del promedio de las 
personas ocupadas (oit, 2015c, citado en Lexartza 
y otros, 2016). A pesar de ello, en la última década 
la brecha se redujo porque el porcentaje de ingresos 
pasó de 45,1 % (en 2003) a 51,1 % (en 2013). Las 
diferencias de ingreso persisten incluso cuando la 
comparación se realiza con el ingreso promedio en 
ocupaciones no calificadas.

El trabajo doméstico remunerado sigue siendo una 
actividad escasamente protegida por los sistemas 
de seguridad social, con déficits de cobertura legal 
y efectiva en prácticamente todos los países. Según 
información del Sistema de Información y Análisis 
Laboral para América Latina y el Caribe (sialc) 
de la oit, en 2013 la cobertura de los sistemas de 
pensiones, medida en términos de la proporción 
de trabajadoras domésticas cotizando activamente, 
era de 28 %, indicador muy inferior en compara-
ción con el 47 % correspondiente al total de perso-
nas ocupadas.

Hay importantes diferencias entre países: algunos 
pocos superan el 40 %, mientras que otros no al-
canzan el 10 % (gráfico 6).

Existen múltiples elementos que determinan las 
diferencias en la cobertura efectiva, tales como el 
carácter obligatorio o voluntario de la afiliación a 
la seguridad social. De hecho, del grupo de países 
incluidos en el gráfico 6, México y El Salvador son 
los únicos donde la afiliación del trabajo doméstico 
es voluntaria y, al mismo tiempo, los que muestran 
las tasas de cobertura más bajas. La afiliación vo-
luntaria es una práctica que limita la efectividad de 
los esfuerzos por extender la seguridad social.

Por otro lado, la afiliación obligatoria es necesaria 
pero no suficiente. De hecho, algunos países don-
de la cobertura estatutaria de la seguridad social 
es obligatoria presentan también bajos niveles de 
cobertura efectiva, lo cual indica que existen deter-
minantes y prácticas nacionales que afectan estos 
niveles, tales como la capacidad contributiva de los 
empleadores y trabajadores del sector, el marco ju-
rídico e institucional relacionado con la capacidad 
para ejercer el control contributivo y de la evasión, 

la capacidad de los servicios de inspección, así 
como el grado de simplicidad administrativa de los 
procesos de inscripción y pago de las cotizaciones 
(oit, 2016, citado en Lexartza y otros, 2016).

Gráfico 6

América Latina (12 países): cobertura 
contributiva de los sistemas de seguridad 
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Fuente: OIT (2016, citado en Lexartza, Chaves y Carcedo, 2016).

Los países de la región que exhiben las tasas de 
cobertura contributivas más elevadas, como Uru-
guay o Chile, son aquellos que han sido capaces de 
introducir adaptaciones en los regímenes de segu-
ridad social para enfrentar las particularidades del 
trabajo doméstico. Sumado a esto, es de destacar 
el papel de las organizaciones de trabajadoras do-
mésticas. Por un lado, en el impulso de acciones 
legislativas y en la participación activa en los pro-
cesos de negociación para la inclusión del sector 
en la seguridad social teniendo en cuenta sus par-
ticularidades. Por otro lado, una vez efectivizado 
el derecho a la protección social y a la negociación 
colectiva, el rol de estas organizaciones en promo-
ver la formalización de las trabajadoras domésticas 
resulta clave. En América Latina, las trabajadoras 



19

ECONOMÍA DEL CUIDADO, RELACIONES DE TRABAJO Y NORMAS INTERNACIONALES |  
Soledad Salvador, Daniela de los Santos

del sector del servicio doméstico y de los cuidados 
en general tienen menores posibilidades de ejer-
cer el derecho a la libertad sindical, a la libertad 
de asociación y a la negociación colectiva. Aunque 
formalmente estén amparadas por estos principios, 
la normativa vigente en muchos de los países no se 
ajusta a las especificidades del sector y «no brinda 
la protección jurídica necesaria para hacerlos reali-
dad» (Bastidas, 2014).15

Sin embargo, estas limitaciones no han impedido 
que las organizaciones del sector tengan un papel 
protagónico en la consecución de las mejoras lo-
gradas para las trabajadoras domésticas (Lexartza y 
otros, 2016). De esta manera, algunas de sus líneas 
de acción han sido brindar capacitación a sus afilia-
das, asesoría legal y psicológica, apoyo para la bús-
queda de empleo, apoyo especial para inmigrantes; 
realizar acciones culturales y de recreación, cam-
pañas de afiliación y de formalización, entre otras. 
La principal línea de trabajo ha sido el impulso de 
acciones legislativas para la aprobación de los pro-
yectos de ley a favor de las trabajadoras del hogar 
(Bastidas, 2014).

En Uruguay, por ejemplo, donde en la actualidad 
se logra la cobertura contributiva más amplia en 
América Latina, la Ley 18.065 (2006), que regula 
específicamente el trabajo doméstico, integró en su 
proceso de elaboración y aprobación a delegadas 
del Sindicato Único de Trabajadoras Domésticas, 
entre otros actores claves (Espino, 2016). Asimis-
mo, muchos de los logros del sector se dieron en el 
marco de la negociación colectiva instalada a partir 
de 2008.

15. Por ejemplo, en la práctica, tan solo en dos países de la 
región (Uruguay y Argentina) se dan condiciones para el 
diálogo social (Lexartza y otros, 2016).

IV. Normativa internacional, avances en 
su implementación y experiencias de 
movimientos sindicales y empresas

IV.1. Normas internacionales vigentes 
para atender las desigualdades de 
género en el mercado laboral y en el 
acceso a la protección social

A nivel internacional, la oit ha jugado un rol pre-
ponderante en generar instrumentos para guiar 
la formulación e implementación de políticas pú-
blicas nacionales, con el trabajo decente como eje 
fundamental. En su mayor parte, las normas de 
trabajo (convenios y recomendaciones) generadas 
desde que la institución entró en funcionamiento, 
en 1919, son aplicables tanto a hombres como a 
mujeres.

Pueden identificarse tres etapas relativas al trata-
miento de las cuestiones de género en los meca-
nismos generados por oit (oit-pnud, 2009). En 
la primera, «el tratamiento de las cuestiones de gé-
nero … estaba inspirado en la preocupación por 
proteger a la mujer en su capacidad reproductiva 
y respecto de condiciones que se consideraban in-
adecuadas para ellas (por ejemplo, el trabajo en mi-
nas)» (oit-pnud, 2009: 24). Uno de los convenios 
más relevantes aprobados en esta primera ola de 
normativas fue el c003, relativo a la protección de 
la maternidad (1919), que promovía una licencia 
maternal obligatoria de seis semanas luego del par-
to, con prestaciones monetarias que le permitieran 
a la madre el sustento del recién nacido. El c003 
todavía está en vigor en algunos países de América 
Latina que no han ratificado sus versiones actuali-
zadas, como Argentina, Panamá o Nicaragua.

Una segunda ola de normas promovidas por oit in-
troduce la noción de «igualdad de oportunidades y 
no discriminación». Representativo de esta etapa es 
el c111, «sobre la discriminación (empleo y ocupa-
ción)» (1958), que prohíbe la discriminación laboral 
de todo tipo, incluyendo el sexo, la raza, la religión, 
las ideas políticas y la situación social. También es 
relevante mencionar el Convenio sobre la Igualdad 
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de Remuneración (c100, 1951), en el que se aborda 
específicamente el tema de la igualdad de remune-
ración entre los trabajadores de uno y otro sexo por 
trabajo de igual valor. Ambos convenios han sido 
ratificados por todos los países de América Latina 
y aún están en vigor.

En 1952 queda establecido el c102, que correspon-
de a la norma mínima sobre la seguridad social. 
Este le brinda contenido al derecho a la seguridad 
social y establece nueve ramas de protección rela-
tivas a las contingencias cubiertas: asistencia sa-
nitaria, prestaciones por enfermedad, desempleo, 
maternidad, enfermedad profesional o accidente 
de trabajo, sobrevivientes, incapacidades, vejez y 
prestaciones familiares. En el caso de la protección 
de la maternidad, el c102 da cuenta de la asistencia 
médica durante el embarazo y el parto, y de la ne-
cesidad de garantizar pagos periódicos en casos de 
suspensión de ganancias, durante un mínimo de 12 
semanas.

La norma mínima de seguridad social dialoga con 
el c103 (que pasa a reemplazar al c003), el cual data 
del mismo año y prevé que el descanso por mater-
nidad sea de 12 semanas. A pesar de que el c103 
fue reemplazado en el año 2000 por una nueva ver-
sión, sigue vigente en varios países de América La-
tina que no han ratificado la última: Bolivia, Brasil, 
Chile, Ecuador, Guatemala y Uruguay.

Siguiendo la clasificación propuesta en oit-pnud 
(2009), una tercera ola de normas internacionales, 
según su tratamiento de las cuestiones de género, 
se inicia con la introducción del concepto de traba-
jadores de ambos sexos con responsabilidades familiares, que 
reconoce la necesidad de revisar la organización y 
distribución del trabajo productivo y reproductivo 
entre hombres y mujeres. De esta manera, con el 
Convenio sobre los Trabajadores con Responsabi-
lidades Familiares (c156, 1981) y su recomendación 
asociada (r165, 1981), se inicia una nueva fase en 
las normas de oit, en la que los cuidados pasan a 
considerarse una responsabilidad compartida entre 
hombres y mujeres (de hecho, la r165 pasa a reem-
plazar a la r123 de 1965, Recomendación sobre el 
Empleo de las Mujeres con Responsabilidades Fa-

miliares). El c156 ha sido ratificado por 10 países 
de América Latina.

Los trabajadores con responsabilidades familiares 
son definidos como trabajadores y trabajadoras 
«con responsabilidades hacia los hijos a su cargo, 
cuando tales responsabilidades limiten sus posibi-
lidades de prepararse para la actividad económica y 
de ingresar, participar y progresar en ella». En este 
sentido, la norma no se enfoca solamente en quie-
nes ya están insertos en el mercado laboral, sino 
que es más amplia. Incluso se considera la aplica-
ción de medidas que promuevan la corresponsa-
bilidad en los cuidados no solo para acceder a un 
empleo o mejorar las oportunidades laborales, sino 
para ejercer el derecho a la formación profesional.

Entre otras medidas, la r165 recomienda el desa-
rrollo de licencias parentales, la instauración de 
permisos en caso de enfermedad de hijos/as u 
otros familiares directos, el desarrollo de servicios 
«de asistencia a la infancia, de asistencia familiar y 
otros servicios comunitarios, públicos o privados», 
y «servicios de ayuda en el hogar y de cuidado a 
domicilio adecuadamente reglamentados y super-
visados», accesibles para los trabajadores.16

El antecedente más directo del paquete normativo 
de la oit sobre trabajadores con responsabilidades 
familiares es la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer (cedaw) (Naciones Unidas, 1979), que «alu-
de al cuidado y sus políticas en los artículos 5 y 
11, donde define la promoción de la corresponsa-
bilidad entre hombres y mujeres sobre la educación 
y el desarrollo de los hijos e hijas y el incentivo a 
la provisión de servicios sociales de apoyo para la 
combinación de las responsabilidades familiares, 
de trabajo y de participación en la vida pública, in-
cluyendo, especialmente, la creación e implemen-
tación de una red de servicios de cuidado para los 
niños y las niñas» (Nieves y Robles, 2016: 25-26).

16. Más sobre el c156 y la r165 puede leerse en la sección V.
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La cedaw también refiere en su artículo 11 a la 
implementación de licencia por maternidad re-
munerada con sueldo pagado o con prestaciones 
sociales comparables sin pérdida del empleo pre-
vio, la antigüedad o beneficios sociales. Esta pro-
puesta va más allá de lo establecido por el c103, 
que dejaba al criterio de la legislación nacional es-
tablecer un monto de prestaciones de modo que 
fueran «suficientes para garantizar plenamente la 
manutención de la mujer y de su hijo en buenas 
condiciones de higiene y de acuerdo con un nivel 
de vida adecuado».

A partir del año 2000, se han establecido nuevos 
mojones en cuanto a normativa internacional, que 
tienen el potencial de atender las desigualdades de 
género en el mercado laboral y en el acceso a la 
protección social. Para empezar, en ese año la oit 
genera un nuevo instrumento referente a la pro-
tección de la maternidad. El c183 define, para los 
países que lo ratifiquen, 14 semanas de licencia por 
maternidad, con al menos seis semanas de licencia 
obligatoria con posterioridad al parto, y mante-
niendo prestaciones económicas que no deben ser 
menores de dos tercios de sus ingresos anteriores.

Sumado a esto, se establece el derecho a una li-
cencia adicional en el caso de enfermedad o de 
complicaciones como consecuencia del embarazo 
o del parto, así como el derecho a una o más inte-
rrupciones diarias, o a una reducción en el tiempo 
diario de trabajo, para la lactancia de su hijo o hija. 
Incluye artículos para la protección del empleo, 
prestaciones médicas y protección de la salud. En 
la región, el c183 solo está en vigor en Cuba, pero 
fue ratificado también por Perú y República Domi-
nicana, donde sus disposiciones entran en vigencia 
en 2017.

La Recomendación sobre la Protección de la Ma-
ternidad (r191, 2000), que acompaña este conve-
nio, propone extender la licencia por maternidad 
a 18 semanas, su ampliación en ocasiones de naci-
mientos múltiples y la extensión de las mismas ga-
rantías y derechos en caso de adopción. Asimismo, 
recomienda la introducción de licencias parentales 
durante el período siguiente a la expiración de la 

licencia por maternidad e incorpora atribuciones 
paternas para el usufructo de la licencia maternal 
restante en caso de fallecimiento de la madre. Estas 
recomendaciones tienen un fuerte énfasis en la re-
distribución del cuidado a la interna de las familias.

Más recientemente, la normativa internacional ha 
buscado la regulación de aquellas/os que brindan 
cuidado en forma remunerada y cuyo lugar de tra-
bajo son los hogares. En este sentido, el c189 y la 
r201 (2011) sobre el trabajo decente para las traba-
jadoras y los trabajadores domésticos promueven 
que los Estados respeten y aseguren el cumplimien-
to de los derechos humanos de estos trabajadores, 
incluyendo su libertad sindical y de asociación, la 
eliminación de todas las formas de discriminación 
laboral y violencia, trabajo forzoso y explotación 
infantil, así como condiciones laborales equitativas 
con respecto al resto de los y las trabajadoras.

Por otra parte, como respuesta del sistema interna-
cional ante los efectos de la crisis financiera y eco-
nómica de 2008, surge la Recomendación sobre los 
Pisos de Protección Social (r202, 2012), buscando 
«apelar al papel del Estado en contrarrestar el ciclo 
económico» (Torada, Lexartza y Martínez, 2012: 
14). El piso de protección social alude al conjunto 
de derechos sociales, infraestructuras y servicios 
básicos con que todas las personas deberían poder 
contar; es un primer peldaño para alcanzar gra-
dualmente la universalidad en la protección social.

De esta manera, para su implementación se invo-
lucran los tres componentes que hacen a la política 
social: el aseguramiento contributivo, el no con-
tributivo (mediante la asistencia social y la elegi-
bilidad) y las políticas sectoriales, en particular las 
relativas a los cuidados y a la corresponsabilidad 
(Torada et al., 2012). En este sentido, los pisos de 
protección social nacionales «deben poner especial 
atención a la expansión de las transferencias y los 
servicios asociados a los cuidados» (Torada et al., 
2012: 49), así como «promover una reconciliación 
y una reorganización social de los cuidados entre 
mercados laborales feminizados, familias crecien-
temente diversas en su composición, y política so-
cial ausente o muy débil» (Torada et al., 2012: 51).
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La propuesta de los pisos de protección social for-
ma parte del marco de políticas recomendado por 
la oit a sus Estados miembros en la r204 sobre la 
transición de la economía informal a la economía 
formal (2015). Esta recomendación, que define a la 
economía informal como la suma del empleo in-
formal con el sector informal, parte de la base de 
que la mayoría de las personas que se incorporan 
a la economía informal no lo hacen por elección, 
sino «como consecuencia de la falta de oportuni-
dades en la economía formal y por carecer de otros 
medios de sustento». A su vez, señala que la econo-
mía informal implica la profundización de los dé-
ficits del trabajo decente (denegación de derechos 
en el trabajo, falta de oportunidades de trabajo de 
calidad, protección social inadecuada, ausencia de 
diálogo social), y reconoce que en un contexto de 
diálogo social las políticas públicas pueden acelerar 
el proceso de transición a la economía formal.

En sus principios rectores, esta norma recomien-
da la formulación de «estrategias coherentes e in-
tegradas para facilitar la transición a la economía 
formal», teniendo en cuenta, entre otros aspectos, 
la promoción de la igualdad de género y la no dis-
criminación, así como la necesidad de «prestar es-
pecial atención a las personas particularmente vul-
nerables», incluyendo, por ejemplo, a las mujeres, 
las personas con discapacidad o las trabajadoras 
domésticas.

De esta manera, esta recomendación resulta espe-
cialmente relevante para abordar no solo las des-
igualdades de género en el mercado laboral, sino 
también las situaciones de desprotección social que 
de ellas se derivan. Para esto, la norma establece 
marcos jurídicos y de políticas, recomendaciones 
de políticas específicas de empleo, paquetes de de-
rechos y protección social, así como incentivos y 
otras medidas para asegurar el cumplimiento de las 
normativas, controlar su aplicación y garantizar la 
libertad de asociación, la libertad sindical y el diálo-
go social. Sumado a esto, la norma marca estrategias 
generales de aplicación para los Estados miembros.

El cuadro 5 resume la situación de los países de 
América Latina en cuanto a la ratificación de los 

convenios de oit nombrados, según la etapa a la 
que corresponden.

IV.2. Avances de los países de la región 
en la incorporación de la normativa 
internacional

A nivel nacional, existe en los países latinoame-
ricanos una escasa integralidad en la formulación 
de legislación en materia de cuidados. La existente 
se orienta más que nada a la regulación de pres-
taciones y servicios para poblaciones específicas 
relacionadas con el cuidado, sobre todo primera 
infancia y personas que se dedican a cuidar en 
forma remunerada. A su vez, existe una impor-
tante heterogeneidad en esas regulaciones (Nieves 
y Robles, 2016).

Varios trabajos recientes analizan la adaptación de 
las legislaciones nacionales a algunas de las nor-
mas internacionales que los países han ratificado, 
específicamente a aquellas que buscan promover 
la equidad de género en el mercado laboral. Sala-
zar y Salazar (2009) revisan la legislación de Costa 
Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicara-
gua, Panamá y México, con el fin de mostrar el ni-
vel de adecuación a los convenios 103/183 y 156. 
Los resultados indican que en las legislaciones se 
han adoptado medidas que cubren, con diversos 
grados de profundidad y desarrollo, algunos de 
los aspectos contenidos en dichos instrumentos 
internacionales.

Por su parte, Nieves y Robles (2016) analizan a nivel 
general la situación del cuidado en las legislaciones 
nacionales de América Latina. En primera instan-
cia, encuentran que las cartas constitucionales no 
suelen incluir la temática del cuidado, salvo algunas 
excepciones. En cuatro casos figura explícitamente 
la protección del permiso posnatal (Brasil, Bolivia, 
El Salvador y México), y solamente en una (Brasil) se 
mencionan en forma específica los derechos de las y 
los trabajadores domésticos. En la Constitución de 
El Salvador se menciona la obligatoriedad de los em-
pleadores de instalar lugares de cuidado para los/as 
hijos/as de los trabajadores/as. La Nueva Constitu-
ción Política del Estado de la República Dominicana 
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(2010), por su parte, reconoce el valor productivo del 
servicio doméstico.

En los casos de Ecuador, Bolivia y Venezuela, el 
trabajo no remunerado en los hogares se reconoce 
en la Constitución. Siguiendo a Espino (2011), la 
Constitución de Bolivia reconoce, desde 1999, el 
valor económico del trabajo del hogar como fuen-
te de riqueza que debe cuantificarse en las cuentas 
públicas. Por su parte, en 2008, la nueva Consti-
tución de Ecuador «reconoce el trabajo doméstico 
no remunerado como “labor productiva” y lo toma 

Cuadro 5

Ratificación de normas internacionales relevantes para la igualdad de género

  Primera ola Segunda ola Tercera ola

Temática Protección de  
la maternidad

Igualdad de 
oportunidades y no 

discriminación

Seguridad 
social

Protección 
de la 

maternidad

Responsabilidades 
familiares

Trabajo 
doméstico

País/n.° convenio C003 C100 C111 C102 C103 C183 C156 C189

Argentina Sí Sí Sí Sí Sí

Bolivia Sí Sí Sí Sí Sí Sí

Brasil Sí (1) Sí Sí Sí Sí

Chile Sí (1) Sí Sí Sí Sí Sí

Colombia Sí Sí Sí Sí

Costa Rica Sí Sí Sí Sí

Cuba Sí Sí Sí Sí 
(1)

Sí

Ecuador Sí Sí Sí Sí Sí Sí

El Salvador Sí Sí Sí

Guatemala Sí Sí Sí Sí

Honduras Sí Sí Sí

México Sí Sí Sí

Nicaragua Sí Sí Sí Sí

Panamá Sí Sí Sí Sí

Paraguay Sí Sí Sí Sí

Perú Sí Sí Sí Sí Sí

Rep. Dominicana Sí Sí Sí Sí Sí

Uruguay Sí (1) Sí Sí Sí Sí Sí Sí

Venezuela Sí Sí Sí Sí Sí

(1) No está en vigor.
Fuente: normlex-ilo (consultado en febrero de 2017).

en consideración para ser compensado en situacio-
nes especiales» (Espino, 2011: 95). La Constitución 
venezolana, a partir de 1999, reconoce el trabajo 
del hogar como actividad económica que crea valor 
agregado y produce riqueza, así como el derecho de 
toda persona a la seguridad social —incluidas las 
amas de casa—, «como servicio público de carácter 
no lucrativo, que garantice la salud y asegure la pro-
tección en contingencias de maternidad». «Además 
de reconocer el trabajo no remunerado de las mu-
jeres, hace referencia a la necesidad de cuantificarlo 
en las cuentas nacionales» (Espino, 2011: 95).
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Más allá de lo relacionado con las cartas constitu-
cionales, Nieves y Robles (2016) centran su aten-
ción en dos tipos de políticas especialmente rela-
cionadas con los convenios internacionales sobre 
la protección de la maternidad y sobre responsabi-
lidades familiares: las licencias por maternidad y la 
provisión de servicios de cuidado.

Respecto al primer aspecto, señalan que relativa-
mente pocos países de América Latina contemplan 
licencias iguales o superiores a las 14 semanas que 
establece como duración mínima el c183. Asimis-
mo, 15 países han incorporado licencias por pater-
nidad, aunque son de tiempo reducido y, por tanto, 
no es probable que incentiven la corresponsabili-
dad entre hombres y mujeres. Por otra parte, de 
20 países, solo tres contemplan licencias parentales 
(Chile, Cuba y Uruguay).

En un sentido similar, Martínez y Blofield (2014, 
2015) aplican tipologías sobre políticas que pro-
mueven la igualdad de género en países de Amé-
rica Latina. Llaman políticas secuenciales a aquellas 
que apoyan el ingreso económico en momentos de 
interrupciones de la trayectoria laboral para la dedi-
cación al cuidado (licencias por maternidad, pater-
nidad, parentales, políticas de flexibilidad laboral 
y que apuntan a la jornada reducida). Las autoras 
analizan las políticas secuenciales en términos de 
equidad de género, diferenciando las políticas ma-
ternalistas (que reconocen y premian el cuidado 
como una responsabilidad femenina, sin buscar 
reducir brechas de género) de las que promueven 
corresponsabilidad (que incentivan el involucra-
miento de los padres y del Estado en la provisión 
del cuidado). Agregan el concepto de piso maternalis-
ta, que reconoce el rol específico de las mujeres en 
el alumbramiento y el amamantamiento (Martínez 
y Blofield, 2014).

Según estos criterios, respecto a políticas secuen-
ciales, algunos de los países que promueven la co-
rresponsabilidad en la pareja son Uruguay, Chile y 
Cuba, y en menor medida Colombia, Venezuela y 
Paraguay. Los primeros tres países tienen licencias 
parentales, lo cual promueve la corresponsabilidad 
entre padres y madres. Venezuela y Paraguay tie-

nen licencias maternales por encima de las 14 se-
manas, pero solo puede usufructuarla la madre, lo 
cual los posiciona en un criterio maternalista. Por 
su parte, Colombia tiene una licencia maternal que 
coincide con el piso maternalista de 14 semanas. 
Sin embargo, estos últimos tres países tienen licen-
cias paternales de más de 10 días, lo cual incentiva 
en cierta forma la corresponsabilidad en el cuidado 
del recién nacido.

A pesar de que pocos países han ratificado el c183 
y de que las recomendaciones asociadas a los con-
venios no tienen carácter obligatorio, en general 
puede decirse que los países han avanzado más allá 
del c103 en los casos en que este fuera el último ra-
tificado. Son ejemplos los casos de Uruguay y Chi-
le, que, no habiendo ratificado el c183, han exten-
dido sus licencias según esta norma e incluso han 
aplicado sugerencias de la r191, como las licencias 
parentales o la extensión a 18 semanas de la licencia 
por maternidad en el caso de Chile. Por otra parte, 
el gráfico 6 muestra que casi la mitad de los países 
del continente no alcanzan el piso maternalista de 
14 semanas (gráfico 7).

También dentro de las políticas secuenciales en-
tran las licencias «por necesidades familiares», 
particularmente aquellas de las que se puede ha-
cer usufructo para brindar cuidados a familiares 
(generalmente directos) en casos de enfermedad 
o accidente. Algunos países que han implementa-
do estas políticas son Brasil (licencia de 3 días por 
accidente grave o enfermedad de menores de 12 
años), Chile (permiso por enfermedad de niño me-
nor de 1 año que requiera atención en el hogar, con 
preferencia a ser otorgado a la madre; licencia de 10 
días anuales para la madre o el padre por accidente 
grave o enfermedad terminal de un menor de 18 
años), Colombia (licencia por calamidad domésti-
ca), Ecuador (licencia por calamidad doméstica), 
El Salvador (licencia por enfermedad de familia-
res dependientes) y Venezuela (licencia de 28 días 
en caso de enfermedad sobreviniente del niño o 
la madre; derecho a un día mensual para padre/
madre para llevar al hijo menor de 1 año a control 
médico) (Torada, 2016).
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Un segundo ámbito del cuidado en el que las le-
gislaciones nacionales ponen un gran énfasis es la 
provisión de cuidado infantil. Siguiendo a Nieves 
y Robles:

En la actualidad, todos los países de América Lati-
na cuentan con algún tipo de normativa que alude 
a la operación de centros de cuidado para niños 
y niñas durante sus primeros años de vida. No 
obstante, los énfasis varían de manera importante, 
pudiéndose identificar normativas que aluden a la 
implementación o gestión de centros de cuidado 
infantil para las hijas e hijos de las personas tra-
bajadoras como una prestación laboral; aquellas 
que definen el rol del Estado en la creación y/o re-
gulación de centros de cuidado infantil; y las que 
apuntan a la articulación interinstitucional entre 
centros de cuidado infantil de distinta naturaleza, 
pública, privada y mixta, en el marco de estrategias 
integrales de cuidado o de atención integral a la 
primera infancia. (2016: 28)

De esta manera, se resalta la heterogeneidad de 
las propuestas, y también la falta de integralidad 
de estas a nivel nacional. Dos excepciones son la 
implementación del Sistema Nacional de Cuidados 
(snic) en Uruguay y la Red Nacional de Cuidado y 
Desarrollo Infantil (redcudi) en Costa Rica, que 
articulan instituciones, servicios y programas de 
cuidado. A diferencia de la redcudi, el snic no 
se restringe a la población infantil, sino que incluye 
medidas también para las personas con discapaci-
dad, los adultos mayores y las y los cuidadores.

Martínez y Blofield (2014) llaman políticas desfamilia-
rizantes a aquellas que refieren a beneficios (trans-
ferencias o servicios) que trasladan las responsabi-
lidades de provisión de cuidados de las familias y 
las mujeres al Estado (provisión de cuidados). Al 
respecto, las autoras analizan los programas na-
cionales que incorporan la corresponsabilidad del 
Estado en el cuidado, así como el enfoque de los 
programas existentes.

Gráfico 7
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De su análisis surge que un conjunto importante 
de países promueven la corresponsabilidad estatal, 
pero varios menos tienen en cuenta la correspon-
sabilidad entre padres y madres. Solo tres países 
no contaban a 2015 con programas que brindaran 
servicios de cuidado a niños de 0 a 3 años con un 
horario que coincidiera con una jornada laboral 
promedio. Sin embargo, en algunos países, los pro-
gramas existentes enfatizan, favorecen o restringen 
el acceso a las madres, lo cual hace que clasifiquen 
como programas de corte maternalista, lo que no 
necesariamente se condice con el Convenio 156 
sobre Trabajadores con Responsabilidades Fami-
liares. Sumado a esto, pocos tienen un corte uni-
versal; más bien responden a criterios de elegibili-
dad asociados a la pobreza, los bajos ingresos o la 
vulnerabilidad social.

Sobre otras políticas desfamiliarizantes, Nieves y 
Robles (2016) identifican que en general las norma-
tivas nacionales que cubren a adultos mayores no 
son específicas para esta población, sino que están 
enmarcadas en políticas más amplias, salvo en los 
casos de Uruguay y Venezuela. Rossel y Filguei-
ra (2015) resaltan también el caso de Costa Rica 
como uno de los más interesantes en el desarro-
llo de políticas formales de cuidado para personas 
de edad, por la creación del Consejo Nacional de 
la Persona Adulta Mayor (conapam) y la Red de 
Atención Progresiva para el Cuidado Integral de 
las Personas Adultas Mayores. Con respecto a las 
personas con discapacidad, Nieves y Robles (2016) 
no encuentran normativas específicas en los países 
latinoamericanos.

Martínez y Blofield (2014) definen un tercer tipo 
de políticas que pueden apuntar a la igualdad de 
género, que son las políticas de regulación de las ocu-
paciones relacionadas con el cuidado en el hogar: 
aquellas que tienen que ver con las contrataciones 
de personal para el trabajo en hogares, que son una 
alternativa a la promoción en clave institucional del 
cuidado. Estas políticas muestran avances intere-
santes en América Latina. Esto resulta relevante 
para atender las desigualdades de género en el mer-
cado laboral y en el acceso a la protección social, 
ya que el trabajo doméstico es uno de los sectores 

históricamente más desprotegidos en la región des-
de un punto de vista jurídico. A la fecha, «todos 
los países de la región han legislado sobre diversos 
ámbitos del trabajo doméstico, incluyendo sus con-
diciones salariales y tiempos de trabajo» (Nieves y 
Robles, 2016: 31), en línea con lo planteado por el 
c189 y la r201 de la oit.

Por último, no hay un desarrollo relevante de la legis-
lación referente a la provisión de cuidado en forma 
no remunerada en la región, aunque dos constitucio-
nes nacionales hacen mención explícita al concepto. 
Cuando existe legislación al respecto, busca recono-
cer y valorizar el trabajo de cuidado no remunera-
do. En ocasiones, esa valorización toma la forma de 
cuentas satélite o, más comúnmente, se plasma en la 
creación de mecanismos de la seguridad social para 
compensar a las mujeres por las interrupciones en 
sus trayectorias laborales al ser madres; por ejemplo: 
bonificación por hijo o hija, ampliación del acceso 
a beneficios previsionales mediante jubilaciones y 
pensiones por moratoria.17 Sin embargo, a nivel es-
pecífico, el reconocimiento de las cuidadoras no re-
muneradas persiste como un desafío sustantivo para 
la región (Nieves y Robles, 2016).

Algunos países han implementado transferencias 
monetarias que reconocen el trabajo no remune-
rado de cuidado llevado a cabo al interior de los 
hogares. Si bien esas transferencias implican un 
reconocimiento social del trabajo ejercido, se ha 
planteado que estas no son neutrales respecto al 
género, ya que llevan a replicar una organización 
social del cuidado basada en arreglos familiares, in-
formales y feminizados. Siguiendo a Matus y Vega, 
que analizan el caso español, la continuidad de es-

17. En Argentina se da inicio en 2005 al Programa de In-
clusión Previsional (comúnmente llamado Moratoria Pre-
visional), destinado a trabajadores y trabajadoras en edad 
de jubilarse pero con aportes incompletos. El 87 % de las 
personas que se presentaron para obtener el beneficio fue-
ron mujeres, con una edad promedio de 72 años, demos-
trando cómo las brechas de género en el mercado laboral 
se reproducen en el acceso a la protección social. Por tales 
razones, esta moratoria se denomina informalmente «jubi-
lación para amas de casa» (Marco, 2016).
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tas prestaciones «genera una serie de efectos per-
versos para las personas que realizan los cuidados 
ya que las mantiene en un entorno de trabajo irre-
gular, reduce sus posibilidades de incorporación al 
mercado laboral, carece de incentivos a la forma-
ción» (2016: 185), y el monto de las prestaciones 
suele ser bajo. En este sentido, la consolidación de 
la oferta de capacitación para quienes realizan tra-
bajo de cuidado no remunerado, la regulación para 
proteger las condiciones de su inserción laboral y 
el acceso a servicios de cuidado son políticas que 
favorecen la igualdad de género.

Ello puede suceder, por ejemplo, en el caso de pro-
gramas que impulsan la creación de centros de cui-
dado infantil en los domicilios de las cuidadoras 
sin atender a sus condiciones laborales o creando 
subsidios y transferencias que comportan un nivel 
de remuneración inferior incluso al salario míni-
mo. En esta misma línea, cabe destacar la promul-
gación de la Ley 1.602 de 2012 en Colombia, que 
define que todas las madres comunitarias que pres-
tan servicios en los Hogares Comunitarios de Bien-
estar deben estar contratadas, contar con afiliación 
al sistema integral de seguridad social y su remune-
ración no podrá ser inferior al salario mínimo o el 
equivalente a los días trabajados.

En síntesis, el marco normativo analizado para los 
países de América Latina muestra que los avances 
respecto a la economía del cuidado y a la adapta-
ción de las legislaciones nacionales a las normas 
internacionales son heterogéneos y, salvo excep-
ciones, poco integrales. A pesar de que solamente 
en Cuba rige actualmente la ratificación del c183, 
en 11 de 19 países de América Latina las políticas 
secuenciales de protección de la maternidad alcan-
zan y en ocasiones superan el piso de 14 semanas 
impuesto por el convenio. De esos 11 países, tres 
asignan las licencias en forma maternalista (extien-
den el tiempo de licencia solo para las madres), tres 
no superan el piso maternalista y tres promueven 
corresponsabilidad mediante licencias parentales 
una vez superadas las 14 semanas.

Por otra parte, aproximadamente la mitad de los 
países han ratificado el c156 sobre responsabili-

dades familiares. Casi todos cuentan con algún 
programa que brinda servicios de cuidado infan-
til en jornada completa, aunque la mayoría de esos 
programas son de carácter maternalista (enfatizan, 
favorecen o restringen el acceso a las madres), no 
promueven corresponsabilidad a la interna de las 
familias y son de acceso restringido a personas en 
situación de pobreza o vulnerabilidad. A su vez, 
existen escasas propuestas para desfamiliarizar el 
cuidado más allá de la población infantil, y aún 
menos propuestas de cuidado que sean de carácter 
integral y articulen políticas para diferentes pobla-
ciones.18

Finalmente, el compromiso de regular el trabajo 
doméstico, en ocasiones acompañado o impulsado 
por la ratificación del c189, es visible en la región. 
Excepto por los casos de El Salvador, Honduras 
y México, donde la afiliación a la seguridad social 
del servicio doméstico es voluntaria, en la mayo-
ría de los países la cobertura de estos trabajadores 
es obligatoria. A pesar de ello, la persistencia de la 
informalidad en el sector implica un desafío im-
portante, como se especifica en el tercer capítulo 
de este trabajo.

IV.3. Avances a nivel de las 
organizaciones sindicales y de 
las empresas para promover la 
corresponsabilidad en los cuidados

En el mundo, las organizaciones sindicales se han 
involucrado en las temáticas de género y las han in-
corporado en sus plataformas reivindicativas en las 
últimas décadas. Con el incremento de la participa-
ción laboral femenina en este período, la propor-
ción de miembros activos y de miembros poten-
ciales de los sindicatos ha aumentado. Asimismo, 
las necesidades y preocupaciones de los sindicatos 

18. El snic en Uruguay es la única excepción a la fecha, 
aunque en el país siguen coexistiendo múltiples marcos le-
gales que definen de manera específica prestaciones parti-
culares para grupos receptores y proveedores de cuidados 
(Nieves y Robles, 2016).
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han cambiado no solo a partir del incremento del 
número de mujeres en sus estructuras, sino tam-
bién porque cada vez más los hombres trabajadores 
provienen de familias en las que ambos miembros 
de la pareja cumplen un rol proveedor. De esta 
manera, el involucramiento de los sindicatos en la 
promoción de la corresponsabilidad es una manera 
de fortalecer la atracción del sindicato, de ganar en 
la negociación colectiva y de incrementar su visibi-
lidad (Hein, 2005).

Las organizaciones sindicales en América Latina 
han reformado sus estructuras y estatutos sindica-
les para instituir secretarías, comisiones o comités 
de género, han establecido cuotas de participación 
de mujeres en los órganos de decisión y represen-
tación sindical, así como han generado instancias 
para la formación, debate y ejecución de programas 
y proyectos con enfoque de género (oit-pnud, 
2009). En este sentido, se han convertido en una 
herramienta clave para la promoción de políticas 
que apunten a la igualdad de género en el mercado 
laboral.

De hecho, la necesidad de impulsar acciones de 
este tipo mediante la negociación colectiva viene 
poniéndose en el centro de las estrategias de de-
sarrollo tanto por la csi (Confederación Sindical 
Internacional) como por la csa (Confederación 
Sindical de las Américas), como ejemplos de orga-
nizaciones que nuclean gran parte de la actividad 
sindical de la región. En este marco, la csa jerar-
quiza la igualdad de género como eje transversal 
de todas sus políticas, ya que considera que sin ella 
no es posible construir sociedades justas, libres y 
democráticas.19

En un informe regional sobre negociación colecti-
va e igualdad de género coordinado por la oit y la 
csa, se sintetizan las iniciativas de las centrales sin-
dicales respecto a la promoción de la igualdad de 
género en seis estrategias: la formulación de decla-

19. Para una revisión exhaustiva de la inclusión de la pers-
pectiva de género en los diferentes documentos capitales 
de la csa, véase el anexo II.

raciones explícitas de políticas de igualdad de géne-
ro; el fomento y ampliación de la sindicalización de 
mujeres; la promoción de la participación de muje-
res en todos los niveles de la estructura sindical; la 
elaboración de planes de igualdad internos en las 
organizaciones sindicales; el diseño e implemen-
tación de campañas de sensibilización, difusión e 
incidencia política, y el establecimiento de platafor-
mas y propuestas para la negociación colectiva con 
perspectiva de género (Torada, 2016).

Estas estrategias han tenido efectos concretos en 
los logros alcanzados por los sindicatos latinoa-
mericanos. Por ejemplo, en Perú se desarrolló una 
campaña por la ratificación del c183 desde el año 
2008, que culminó con la ratificación de este en 
2016. En Panamá, la Red de Mujeres Trabajadoras, 
integrada por ocho centrales sindicales, fue quien 
impulsó la ratificación del Convenio 189 de la oit 
sobre trabajo doméstico, comenzando con un tra-
bajo de sensibilización de las autoridades. A su vez, 
las centrales sindicales nacionales han impulsado 
proyectos de ley con perspectiva de género en dis-
tintos países.

Sin embargo, el instrumento por excelencia de los 
sindicatos para lograr avances en sus derechos es la 
negociación colectiva, y lo mismo aplica para avan-
zar hacia la igualdad de género y para conciliar la 
vida laboral y la vida familiar. Abramo y Rangel 
(2005) compararon las cláusulas de género en seis 
países de la región, y encontraron que el 91 % de 
estas referían a la protección de la maternidad y a 
responsabilidades familiares. «Poco más de la mi-
tad (55 %) del total de cláusulas registradas y ana-
lizadas en esa investigación representa un avance 
con relación a lo que está establecido en la legisla-
ción laboral de cada uno de los respectivos países 
considerados. Las restantes (45 %) consisten en una 
reafirmación de los dispositivos de esa misma legis-
lación» (Abramo y Rangel, 2005: 32).

Torada (2016) presenta una sistematización de bue-
nas prácticas actualizada sobre cláusulas de géne-
ro en la negociación colectiva, distinguiendo en-
tre cláusulas: 1) de no discriminación, igualdad y 
dignidad en el lugar de trabajo; 2) sobre acceso al 
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empleo, contratación, promoción y formación pro-
fesionales; 3) sobre condiciones de trabajo; 4) sobre 
maternidad y paternidad; 5) sobre conciliación de 
la vida laboral, familiar y personal, y 6) otras cláu-
sulas.

Según la autora, las cláusulas del primer tipo se 
han extendido en la región y son ya una práctica 
generalizada, si bien tienden a reproducir princi-
pios generales ya consagrados en el marco legal del 
país y no suelen incorporar elementos relativos a 
mecanismos y procesos prácticos para llevar esos 
principios a cabo. El segundo grupo de cláusulas 
no está tan generalizado, aunque es posible encon-
trar ejemplos de cláusulas «promocionales» (que 
reconocen situaciones de desigualdad, pero no es-
tablecen mecanismos para solucionarlas) y algunas 
cláusulas de acción positiva en distintos países. Su-
mado a esto, se describen cláusulas sobre condicio-
nes de trabajo, maternidad y paternidad, y concilia-
ción trabajo-familia que promueven y reivindican 
medidas como las que pueden leerse en el Anexo 
II, o que, en muchos casos, reproducen lo estable-
cido en la legislación nacional.20

Además de los logros de la negociación colectiva, el 
apoyo de las empresas a las políticas de equidad de 
género y en particular a las políticas de conciliación 
familia-trabajo es fundamental para lograr buenos 
resultados. Salazar y Salazar (2009) indagan buenas 
prácticas empresariales en conciliación en América 
Central y México, y encuentran escasas experien-
cias a las que hacer referencia. Señalan que «aún 
predomina la idea de que proporcionar a las muje-
res los servicios a los que tienen derecho constituye 
un costo para las empresas, a pesar de que estas se 
ven afectadas por las dificultades que enfrentan las 

20. Debe destacarse que la existencia de cláusulas de géne-
ro en la negociación colectiva no solo resulta importante, 
sino que su contenido es especialmente relevante. Resulta 
imprescindible asegurar que las cláusulas no sean conce-
bidas, por ejemplo, con un criterio maternalista (véase la 
sección IV.2), en lugar de promover la corresponsabilidad 
entre hombres y mujeres. Ejemplos de cláusulas con pers-
pectiva de género pueden encontrarse en Rocha Aguirre 
(2015).

mujeres por las tensiones que representa la reali-
zación simultánea de múltiples actividades» (Sala-
zar y Salazar, 2009: 56). A pesar de esto, se resalta 
como buena práctica la participación de un grupo 
de empresas en México en el Modelo de Equidad 
de Género, una política impulsada por el Instituto 
Nacional de las Mujeres que es de carácter volunta-
rio para el sector privado.21

En la misma línea, Corina Rodríguez y otros se-
ñalan que «en América Latina lo que predomina 
es la debilidad, cuando no la total ausencia, de las 
políticas públicas y las acciones privadas en favor 
de la conciliación entre vida laboral y familiar. 
Esto, sumado a las propias particularidades de los 
mercados laborales y a la desigual distribución de 
oportunidades que caracterizan a la región, se tra-
duce en la persistente inequidad socioeconómica y 
de género» (2010: 4). Las autoras consideran que 
la teoría económica da cuenta, desde distintas mi-
radas (neoclásica, estructuralista), de argumentos 
a favor de acciones y políticas que promuevan la 
conciliación entre la vida familiar y la vida laboral. 
Aunque apelan a diferentes mecanismos causales, 
las diferentes teorías económicas concluyen que la 
subutilización de la fuerza de trabajo femenina re-
sulta en una pérdida de productividad y restringe el 
crecimiento económico, y que acciones y políticas 
que promuevan la conciliación pueden revertir esa 
subutilización (Rodríguez et al., 2010).

Los hallazgos de Rodríguez y otros evidencian 
que, efectivamente, las consecuencias negativas (de 
mediano y largo plazo) de la ausencia o la debili-
dad de las políticas de conciliación generan costos 
sociales. Hay un impacto a nivel macroeconómi-
co (el desaprovechamiento de la fuerza de traba-
jo afecta la productividad y competitividad de los 
países y debilita sus trayectorias de crecimiento), a 

21. Luego de que México diera el puntapié inicial en 2003, 
12 países de América Latina han buscado instalar este tipo 
de modelos, con diferentes métodos y resultados: Argenti-
na, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, El Salvador, 
Honduras, Nicaragua, Panamá, República Dominicana y 
Uruguay. (Para definición, véase el glosario.)
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nivel de unidades productivas (porque el esfuerzo 
que realizan las personas para conciliar su familia 
y su trabajo eventualmente afecta su productividad 
y rendimiento) y en la calidad de vida familiar e 
individual (Rodríguez et al., 2010).

En síntesis, el involucramiento activo de los sin-
dicatos en las temáticas de género, su rol en la 
negociación colectiva y la promoción de acciones 
para la igualdad de género por las empresas son 
tres puntos fundamentales a fortalecer, que pueden 
legitimar y sostener las políticas de género a nivel 
nacional.

V. Acciones para avanzar desde el 
movimiento sindical de la región

En general, en varios países de América Latina y el 
Caribe se identifica que los avances para la igualdad 
de género han sido más importantes en términos 
normativos que en términos prácticos (o sea, en la 
implementación de esas normas).

Como se menciona en la sección anterior, algu-
nas buenas prácticas relativas a la promoción de 
la igualdad de género se vienen instalando en los 
ámbitos de negociación colectiva. Sin embargo, se 
presentan varios desafíos para los sindicatos de la 
región. Por una parte, la expansión de cláusulas que 
no solo reafirmen los dispositivos de la legislación 
actual y que no se limiten a reconocer situaciones 
de desigualdad, sino que propongan mecanismos y 
acciones transformadoras. Para esto, resulta clave 
tener en cuenta los ejemplos concretos implemen-
tados en distintos países de la región y los esfuerzos 
realizados por los sindicatos en las negociaciones.

Por otra parte, a pesar de que la mayoría de los 
países de América Latina han ratificado los con-
venios internacionales correspondientes en materia 
de igualdad, y de que cuentan con una normativa 
que regula expresamente (por lo general a nivel 
constitucional) la negociación colectiva, aún que-
da camino por recorrer para que este instrumento 
abarque más trabajadores. Como puede leerse en 
el cuadro 6, salvo algunas excepciones como Uru-

guay y Cuba, los acuerdos por negociación colec-
tiva alcanzan a porcentajes bajos o, en los mejores 
casos, medios de los trabajadores y trabajadoras de 
la región, aunque tengan derecho a negociar colec-
tivamente.

Sumado a esto, resulta un desafío para los sindi-
catos implementar políticas internas para facilitar 
y promover la participación femenina. Según Go-
dinho Delgado (2009), esto debe abordarse desde 
varias aristas. Por una parte, debe considerarse que 
el trabajo reproductivo y las responsabilidades fa-
miliares pueden transformarse en un verdadero 
obstáculo para que las mujeres aumenten su parti-
cipación sindical. «La creación de medidas internas 
en las organizaciones sindicales destinadas a favo-
recer la presencia de las mujeres es una antigua y 
frecuente reivindicación de las sindicalistas. Entre 
ellas, destacan la redefinición de horarios de activi-
dades en función de las necesidades de las trabaja-
doras, y la organización de sistemas de cuidado de 
niños y niñas durante reuniones y eventos» (Godi- 
nho Delgado, 2009: 27) (cuadro 6).

Por otra parte, es fundamental que los sindicatos 
asuman la responsabilidad de atraer a las traba-
jadoras a ellos, sin culpabilizarlas por su falta de 
participación, sino involucrándose en sus intereses, 
necesidades y preocupaciones. Sumado a esto, los 
mecanismos de acción afirmativa, como las cuotas 
o cupos, promueven la formación de masa crítica 
de mujeres en los órganos decisorios de los sindica-
tos, lo cual resulta clave para superar las desigual-
dades de género observadas en estos ámbitos inter-
nos (Godinho Delgado, 2009).

Más allá de aspectos internos, los compromisos 
e iniciativas que los sindicatos emprenden en las 
sociedades tienen impactos concretos. Aunque se 
han generado instituciones (como los mecanismos 
oficiales de la mujer) para promover el desarrollo 
de las políticas y la transversalización de la pers-
pectiva de género en los planes y programas que 
desarrollen los gobiernos, es imprescindible que el 
movimiento sindical se comprometa con este tema 
para fortalecer y respaldar la acción de estos meca-
nismos, demandar el desarrollo de acciones cuan-
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ese contexto es formular demandas claras y velar 
por el cumplimiento de los compromisos asumidos 
por los gobiernos.

Por su parte, la csa en la Resolución 13 —sobre 
Equidad e Igualdad de Género— del Programa 
de Acción y Resoluciones del III Congreso (2016) 
expresa la necesidad de implementar políticas para 
promover la protección de la maternidad y las tareas 
de cuidado, entre otras medidas tendientes a ampliar 
el acceso a la protección social. Por ello, el Comité 
de Mujeres Trabajadoras de las Américas (cmta) in-
cluye en su plan de trabajo para estos años el tema de 
la economía del cuidado y la necesidad de desarrollar 
estrategias de incidencia política a nivel nacional y 
regional. Para esto, se desarrolló un taller regional en 
noviembre de 2016 en el cual se trató el tema de la 
ratificación del Convenio 156, que es la herramienta 
más importante que brinda la oit para comprome-
ter a los Estados a desarrollar acciones para avanzar 
en la corresponsabilidad de los cuidados.

Dado que dicho convenio tiene cierta antigüedad 
(es de 1981) y que 10 países lo han ratificado pero 
han avanzado poco en medidas concretas para su 
implementación, se presentan a continuación las 
sugerencias que se detallan en la Recomendación 
165 sobre el tipo de acciones que se deberían desa-
rrollar. Por un lado, es importante aclarar que ni el 
convenio ni la recomendación están referidos úni-
camente a quienes están insertos en el mercado la-
boral, ya que en el primer párrafo se aclara que: «la 
recomendación se aplica a los trabajadores y a las 
trabajadoras con responsabilidades hacia los hijos 
a su cargo, cuando tales responsabilidades limiten 
sus posibilidades de prepararse para la actividad 
económica y de ingresar, participar y progresar en 
ella». Además, se hace referencia a las demandas 
de cuidado no solo de hijos e hijas, sino también 
de familiares directos: «Las disposiciones de la pre-
sente Recomendación deberían aplicarse también a 
los trabajadores y a las trabajadoras con responsa-
bilidades respecto de otros miembros de su familia 
directa que necesiten su cuidado o sostén, cuando 
tales responsabilidades limiten sus posibilidades de 
prepararse para la actividad económica y de ingre-
sar, participar y progresar en ella».

Cuadro 6

Sindicalización y negociación colectiva en 
América Latina (último año disponible)

Países Tasa de densidad 
sindical (%) a

Cobertura de 
la negociación 

colectiva b

Argentina 37,7 41,3

Bolivia 26,6 s/d

Brasil 16,6 s/d

Chile 15,0 18,1

Colombia 6,5 s/d

Costa Rica 6,7 16,2

Cuba 81,4 81,4

El Salvador 9,8 4,5

Guatemala 2,5 s/d

Honduras s/d 5,5

México 13,6 s/d

Nicaragua 5,3 9,0

Panamá 26,3 2,3

Paraguay 4,9 2,3

Perú 4,2 1,6

República 
Dominicana

12,4 s/d

Uruguay 28,8 94,7

Venezuela s/d 13,2

a. Número de asalariados sindicalizados. Número de asalariados * 100. 
b. Número de asalariados cubiertos por la negociación colectiva. 
Número de asalariados con derecho a la negociación colectiva *100.
Fuente: ilostat (consultado en febrero de 2017).

do no existen y promoverlas en las empresas y los 
sindicatos.

En estos momentos, existen dos compromisos 
de los gobiernos de la región a nivel supranacio-
nal, que son la implementación de la Estrategia de 
Montevideo, aprobada en octubre de 2016 en el 
marco de la Conferencia Regional de la Mujer, y los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) compro-
metidos para el 2030 por el conjunto de países de 
las Naciones Unidas. En particular, cada gobierno 
debe integrar ambas agendas, y el rol más signifi-
cativo para el movimiento sindical de la región en 
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También se amplía la aplicación de medidas que 
promuevan la corresponsabilidad en los cuidados 
no solo para acceder a un empleo o mejorar las 
oportunidades laborales, sino para ejercer el dere-
cho a la formación profesional (subpárrafo a, del 
párrafo 9).

Luego, se recomienda desarrollar licencias paren-
tales para madre y padre (párrafo 22), permisos 
en caso de enfermedad del hijo o hija u otro fami-
liar directo (párrafo 23), «desarrollar o promover 
servicios de asistencia a la infancia, de asistencia 
familiar y otros servicios comunitarios, públicos 
o privados, que respondan a sus necesidades» (pá-
rrafo 9) y «servicios de ayuda en el hogar y de cui-
dado a domicilio adecuadamente reglamentados y 
supervisados, que puedan proporcionar a los traba-
jadores con responsabilidades familiares, en caso 
de necesidad, una asistencia calificada a un costo 
razonable acorde con sus posibilidades económi-
cas» (párrafo 33). Por último, se menciona que «las 
autoridades y organismos competentes de cada país 
deberían fomentar toda acción pública y privada 
que sea posible para adaptar a las necesidades de 
los trabajadores servicios comunitarios como los 
de transporte público, suministro de agua y energía 
eléctrica en la vivienda de los trabajadores o en su 
proximidad inmediata y construcción de viviendas 
funcionales con el fin de aliviar las tareas domésti-
cas» (párrafo 34).

En relación con las condiciones de trabajo, en el 
capítulo IV («Condiciones de empleo») se propone:

�� «reducir progresivamente la duración de la jor-
nada de trabajo y reducir las horas extraordina-
rias» (subpárrafo a del párrafo 18);

�� «introducir más flexibilidad en la organización 
de los horarios de trabajo, de los períodos de 
descanso y de las vacaciones, habida cuenta del 
nivel de desarrollo y de las necesidades particu-
lares del país y de los diversos sectores de acti-
vidad» (subpárrafo b del párrafo 18);

�� «Siempre que sea posible y apropiado, deberían 
tenerse en cuenta las necesidades especiales de 

los trabajadores, incluidas las derivadas de sus 
responsabilidades familiares, al organizar el tra-
bajo por turnos y al asignar el trabajo nocturno» 
(párrafo 19);

�� «Al trasladar a trabajadores de una localidad a 
otra deberían tenerse en cuenta las responsabili-
dades familiares de esos trabajadores y factores 
tales como la localidad de empleo del cónyuge y 
las posibilidades de educación de los hijos» (pá-
rrafo 20).

Por lo tanto, las opciones que brindan el Convenio 
156 y su Recomendación 165 son importantes para 
avanzar en las políticas que promuevan la corres-
ponsabilidad en los cuidados. Pero también hay 
que avanzar en el cambio cultural que se debería 
realizar mediante campañas de sensibilización en 
torno a la temática de los cuidados y sus implican-
cias para la desigualdad social y de género, y cam-
pañas de información sobre los contenidos de estas 
políticas y las transformaciones culturales que se 
requieren para superar los estereotipos de género.22

Es importante trabajar al interior de las institucio-
nes en general que tienden a reproducir y reforzar 
esos estereotipos. También, revisar las políticas que 
se desarrollan para promover el empoderamiento 
económico de las mujeres, porque generalmente 
son deficitarias en la inclusión del enfoque de géne-
ro, ya que no consideran la necesidad de promover 
la corresponsabilidad en los cuidados para equipa-
rar las oportunidades de las mujeres.

Es importante que el movimiento sindical de la re-
gión se apropie del argumento de que «la inversión 
en políticas de cuidado amplía las democracias» 
porque aumenta las oportunidades y las posibilida-
des de elección de más de la mitad de la población. 

22. La csi y la csa han realizado algunos avances en este 
sentido, como la campaña «¡Cuente con nosotras!», que 
busca comprometer a hombres y mujeres a introducir cam-
bios en favor de la igualdad de género a la interna de los 
sindicatos, aumentar el número de mujeres en cargos di-
rectivos sindicales y concertar esfuerzos para organizar a 
más mujeres en los sindicatos.
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Esto ha sido planteado en instancias de discusión 
de la csi y la csa,23 y se ha concluido que puede 
constituir un mensaje clave para ser transmitido en 
campañas comunicativas de los movimientos sin-
dicales de la región.

Sumado a esto, estas organizaciones consideran 
que la inversión pública en empleos y servicios pú-
blicos de calidad relacionados con los cuidados es 
clave para fomentar la igualdad de género, reducir 
el tiempo dedicado al trabajo de cuidados no re-
munerado de las mujeres, incrementar la participa-
ción de las mujeres en el mercado laboral, mejorar 
salarios y condiciones de trabajo en la economía 
de cuidados y ofrecer oportunidades a los trabaja-
dores/as del hogar y que prestan cuidados, reducir 
las brechas de género en el empleo y estimular el 
crecimiento de las economías de la región.24

23. Por ejemplo, en el taller regional de csa-csi denomi-
nado «Protección social: Violencia en el lugar de trabajo y 
economía del cuidado», sostenido en noviembre de 2016 
en República Dominicana.
24. Estas son conclusiones del taller regional mencionado.

La inversión en la economía del cuidado tiene efec-
tos multiplicadores en el resto de la economía, por-
que libera tiempo de las mujeres, que pueden po-
tenciar sus capacidades y tener una inserción más 
favorable en el mercado laboral. Asimismo, dicha 
inversión genera empleos de calidad (formales y 
bien remunerados) y revierte en una inversión social 
en la infancia. En un contexto de recesión resulta 
una política reactivadora, dado que moviliza recur-
sos de inversión y de gasto corriente en forma de 
obra pública y de salarios (onu Mujeres, 2016). Ello 
tendría efectos multiplicadores en términos econó-
micos (generación de empleo y pib) mayores que si 
se invierte en infraestructura física (en el sector de la 
construcción de viviendas, carreteras, etc.).25

25. Estos resultados son producto de investigaciones re-
cientes (De Henau, Himmelweit, Łapniewska y Perrons, 
2016 y 2017) desarrolladas para la Confederación Sindical 
Internacional (csi) en el marco de las estrategias de reacti-
vación económica que se discuten luego de la crisis vivida 
por Europa. Dichos estudios buscan demostrar el impac-
to que la inversión en la economía del cuidado tiene en 
la generación de empleo y en la reducción de las brechas 
de género. Pero, dado el escaso desarrollo de servicios de 
cuidado en América Latina, los resultados son más poten-
tes para los países desarrollados. De todas formas, ello no 
invalida el hecho de que a medida que se desarrollan estos 
servicios la inversión tiene un efecto multiplicador mayor 
que en otros sectores de infraestructura física.
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Anexo I. Estadístico

Gráfico A.1

América Latina (17 países): proporción de empleo según nivel de productividad  
de los sectores de actividad (en porcentajes)
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Fuente: cepalstat (consultado en diciembre de 2016). 
Nota: Los sectores de baja productividad son agricultura, comercio, servicios; los sectores de productividad media son industria manufacturera, 
construcción, transporte y comunicaciones, y los sectores de productividad alta son minería, electricidad, gas y agua, actividades financieras e 
inmobiliarias.
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Anexo II. Políticas de corresponsabilidad 

Medidas que facilitan la conciliación trabajo-familia, según tipo de problema

Tipo de 
medidas

Problemas de conciliación trabajo-familia

Rutina Eventos/necesidades 
familiares importantes Emergencias

Licencias �� Licencia anual con goce de sueldo de por 
lo menos 3 semanas laborables (c132).

�� Posibilidad de que el trabajador elija 
cuándo hacer uso de su licencia anual.

�� Licencia maternal (madres) 
(c183 + r191).

�� Licencia paternal (padres).

�� Licencia parental (ambos) 
(r165, r191).

�� Licencia para cuidadores 
(larga duración) (r165).

�� Programas para reintegración 
al trabajo.

�� Licencia anual.

�� Licencia por enfermedad que 
puede ser usada para emergen-
cias familiares.

�� Licencia por razones humani-
tarias/por duelo.

�� Días parentales.

�� Licencia para emergencias 
familiares.

Horarios de 
trabajo

�� Reducción de la jornada laboral (horas 
de trabajo comunes y horas extras).

�� Reconocimiento de responsabilidades fa-
miliares de los trabajadores al asignar horas 
de trabajo antisociales u horas extras.

�� Predictibilidad del horario de trabajo.

�� Trabajo part-time (de calidad).

�� Horario flexible ( flexitime).

�� Trabajo durante horas escolares.

�� Descanso para comidas flexible y adap-
table a las necesidades del trabajador y la 
trabajadora.

�� Horarios de trabajo escalonados.

�� Trabajo compartido ( job sharing).

�� Semanas de trabajo comprimidas.

�� Posibilidad de recurrir a 
reducciones horarias en forma 
temporal.

�� Horario flexible.

�� Descanso para comidas flexi-
ble y adaptable a las necesida-
des del trabajador.

�� Bancos de tiempo.

Lugar de 
trabajo

�� Trabajo desde el hogar (c177)/teletra-
bajo.

�� Teletrabajo parcial.

�� Trabajo desde el hogar 
(c177)/teletrabajo.

�� Teletrabajo parcial.

�� Posibilidad de trabajar desde el 
hogar en casos de emergencia.

�� Teletrabajo parcial.

Cuidados Niños en edad preescolar (0-5 años)

�� Servicios de cuidado accesibles y de 
calidad para niños en edad preescolar: 
guarderías, centros de cuidado diurno, 
centros de educación preescolar.

�� Arreglos/programas comunitarios de 
cuidado («hogares comunitarios», «ma-
dres comunitarias»).

�� Servicios de cuidado en el trabajo, brin-
dados por el empleador o por cooperati-
va de trabajadores/sindicato (guarderías 
en el lugar de trabajo).

�� Servicios de cuidado a domicilio, o 
servicio doméstico.

�� Salas de lactancia. �� Acceso a servicios de cuidado 
de emergencia para los casos 
en que el arreglo habitual no 
está disponible.

�� Posibilidad de llevar hijo/a al 
trabajo en casos de emergen-
cia.

�� Posibilidad de usar el teléfono 
en el trabajo para gestionar 
emergencias.
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Medidas que facilitan la conciliación trabajo-familia, según tipo de problema

Tipo de 
medidas

Problemas de conciliación trabajo-familia

Rutina Eventos/necesidades 
familiares importantes Emergencias

Cuidados 
(cont.)

Niños en edad escolar

�� Servicios de cuidado accesibles y de 
calidad para niños en edad escolar, que 
cubren el horario extracurricular.

�� Cantinas escolares que brinden almuer-
zo.

�� Horario extraescolar con supervisión.

�� Servicios de cuidado a domicilio, o 
servicio doméstico.

�� Acceso a servicios de cuidado 
de emergencia para los casos 
en que el arreglo habitual no 
está disponible.

�� Posibilidad de llevar hijo/a al 
trabajo en casos de emergen-
cia.

�� Posibilidad de usar el teléfono 
en el trabajo para gestionar 
emergencias.

Adultos mayores

�� Servicios de cuidado accesibles y de 
calidad para adultos mayores: enferme-
ras/acompañantes a domicilio, centros 
diurnos, servicios de información.

�� Apoyo a cuidadores: transferencias 
monetarias, grupos de apoyo, servicios 
de información.

�� Servicio doméstico.

�� Viviendas protegidas.

�� Hospital de día.

�� Residenciales de ancianos.

�� Servicios domiciliarios: enfer-
meras, doctores a domicilio, 
acompañantes terapéuticos.

�� Servicios domiciliarios: ser-
vicios paramédicos, teleasis-
tencia domiciliaria, doctores a 
domicilio.

�� Camas de respiro.

Personas con discapacidad y con enfermedades de largo plazo

�� Centros diurnos. �� Centros de hospicio.

�� Centros de rehabilitación.

Alivianar 
la carga 
de tareas 
domésticas 
y de 
cuidados

�� Horas escolares que coincidan con horas 
laborales.

�� Planificación urbana y facilidades de 
transporte.

�� Inversión en servicios o en tecnología 
para facilitar las tareas domésticas.

�� Planificación familiar.

 

Nota: Para definiciones de algunas de estas políticas y medidas de conciliación, véase el glosario.
Fuente: Elaboración propia basada en Hein (2005).
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Anexo III. Perspectiva de género 
en la Confederación Sindical de las 
Américas

La csa ha incorporado la perspectiva de género 
en documentos de relevancia para los sindicatos 
de la región. En sus propios estatutos, aparece en 
segundo lugar el siguiente objetivo: «La igualdad 
y equidad de género y la plena participación de las 
mujeres en todos los niveles del movimiento sin-
dical, y en todas las instancias de la sociedad, para 
impulsar un desarrollo con igualdad de oportuni-
dades para hombres y mujeres». Sumado a esto, en 
sus planes de acción se compromete a integrar la 
perspectiva de género en todas sus políticas, activi-
dades y programas de forma transversal.

En la Plataforma Laboral de las Américas 
(pla), de 2008, y en su revisión de 2009, se señala: 
«no será posible abrir un nuevo rumbo en las Amé-
ricas sin democracia, perspectiva de género y de-
rechos humanos en todas partes». La no discrimi-
nación de ningún tipo es una «no discriminación 
de ningún tipo como eje prioritario para lograr un 
nuevo consenso democrático frente a los costos de 
la globalización y las políticas neoliberales» (Tora-
da, 2016: 17).

La Plataforma Sindical Continental sobre Se-
guridad Social (placoss), de 2010, refuerza la 
idea de la necesidad de un enfoque transversal de 
género, y de que es inherente al movimiento sin-
dical buscar suprimir cualquier tipo de discrimi-
nación. Por su parte, la Estrategia Sindical en Sa-
lud Laboral para las Américas (eesla), de 2011, da 
cuenta de la importancia de atender las desigualda-
des en salud en cuanto al género, siendo las mujeres 
uno de los grupos más vulnerables de la región en 
este respecto.

En el Congreso Continental de la csa de 2012 
(Foz del Iguazú), se establece la Resolución sobre 
Equidad de Género (n.° 13).

El Congreso exige que se garantice a las mujeres 
el derecho a condiciones de igualdad, al goce y a 
la protección de todos los derechos humanos y li-

bertades fundamentales reconocidos por los instru-
mentos regionales e internacionales, incluyendo el 
derecho a una vida libre de violencia y la protección 
de la maternidad. Se hace hincapié en el derecho de 
todos los trabajadores y trabajadoras a organizarse 
libremente y a negociar colectivamente y, en el pun-
to 117, se refiere explícitamente a la incorporación 
del enfoque de género en la negociación colectiva. 
(Torada, 2016: 18)

En la Plataforma de Desarrollo de las Améri-
cas (plada), de 2014, la igualdad de género cons-
tituye uno de los pilares del trabajo decente, sobre 
la cual se construye la visión del desarrollo de la 
csa. En la dimensión política de la plada, se hace 
referencia a la necesidad de garantizar la paridad 
de género en la «representación ciudadana», y a la 
inclusión en las estructuras sindicales «de los diver-
sos colectivos laborales en condiciones de precarie-
dad e informalidad», así como de «trabajadores y 
trabajadoras que son objeto de discriminación por 
su condición de género» u otros aspectos. En su 
dimensión económica, se resalta el papel de las tic 
(tecnologías de la información y la comunicación) y 
de los programas de inclusión productiva (median-
te transferencias de ingresos, créditos accesibles y 
acceso a la propiedad de la tierra) para avanzar ha-
cia la igualdad de género.

La dimensión social de la plada concentra la ma-
yoría de las propuestas que atienden las desigual-
dades de género en el mercado laboral. El artículo 
109 menciona la necesaria «vigorización del papel 
normativo de la oit» mediante la ratificación de sus 
convenios, «con una presencia sindical más pro-
tagónica». Por otra parte, el artículo 117 propone 
incorporar el enfoque de género a la negociación 
colectiva, promover especialmente la participación 
de las mujeres en la negociación sobre políticas de 
conciliación familia-trabajo y promover entre las 
mujeres los beneficios de la afiliación sindical y de 
los mecanismos de acción colectiva.

Se sostiene que las políticas de conciliación fami-
lia-trabajo deben ser contempladas como elemen-
tos de la seguridad social. La plada defiende el 
c102 de la oit como norma mínima de seguridad 
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social (artículo 121) y propone la expansión hacia 
mecanismos de protección social universalistas 
(artículo 120), dando cuenta de la necesidad de ar-
ticular esta protección universal con políticas de 
empleo decente, para así «evitar la cristalización de 
una sociedad dividida entre quienes tienen trabajo 
y quienes son asistidos» (artículo 122). Para la csa, 
las políticas de seguridad social deben elaborarse e 
implementarse con la participación de las organiza-
ciones y de los trabajadores, y deben basarse en de-
rechos para todos y todas las trabajadoras, sean de 
la economía formal o informal, remunerados o no 
(artículo 125). Asimismo, propone la generación de 
políticas públicas específicas para quienes ejercen 
trabajo de cuidado no remunerado a partir de des-
equilibrios no resueltos entre sus responsabilidades 
familiares y laborales (artículo 124).

En esta línea, la plada aboga por el reconocimien-
to del trabajo no remunerado y su aporte al bien-
estar de las familias, las comunidades y los países 
(artículo 126), y por una redistribución justa entre 
géneros, y entre la familia y el Estado, del trabajo 
doméstico y del cuidado no remunerado (artículo 
127). Considera la necesidad de incorporar en las 
cuentas nacionales este tipo de trabajo (artículo 
128) y de promover la política de cuidado en tres 
ámbitos principales: la empresa (mediante la reduc-
ción de la jornada laboral sin disminución de sa-
lario), la sociedad (mediante el fortalecimiento de 
los sistemas públicos de provisión de cuidado) y la 
cultura (mediante «programas y campañas de edu-
cación y sensibilización para deconstruir la cultura 
e ideología patriarcal») (artículo 129).

La «superación del patriarcado como régimen de 
dominación social» está presente explícitamente en 
la plataforma. Para lograrlo, son necesarios la auto-
nomía física de las mujeres, su inclusión en el diá-
logo social, la garantía de sus derechos reproducti-
vos, así como generar programas con perspectiva 
de género y reflexionar sobre los existentes, y brin-
dar información y educación para «acabar con la 
visión tradicional que divide el trabajo productivo 
del reproductivo, y que responsabiliza por este úl-
timo de forma naturalizada e individualizada a las 
mujeres y a las familias» (artículos 131-137).

En el año 2015, se llevó a cabo la I Conferencia 
de Mujeres csa. Su documento de posición se en-
marca explícitamente en un enfoque de economía 
de cuidados, articulando democracia, autonomía 
de las mujeres e igualdad de género, y planteando 
la necesidad de adoptar un paradigma de susten-
tabilidad de la vida humana, «diferente al que hoy 
se da, el cual es llevado sobre las espaldas de las 
mujeres y que acarrean casi solas con todo traba-
jo reproductivo y de cuidado». Se reconocen como 
problemas claves de las mujeres su menor partici-
pación laboral, los cambios en su inserción laboral, 
la segregación horizontal (entre sectores de activi-
dad, más aguda en el sector informal), las brechas 
salariales, las brechas en el uso del tiempo, entre 
otros aspectos.

Otra problemática relevante para la csa, quizás más 
novedosa, es la «globalización de los cuidados»: las 
mujeres migrantes se ocupan de los cuidados en 
países de mayor desarrollo y disminuyen en esos 
países las tensiones de conciliación; en los países 
expulsores de población «los hijos e hijas que se 
quedan» forman redes de cuidados que son «vul-
nerables frente a la precariedad de las familias y la 
dependencia de las remesas». A su vez, la migración 
en el marco de América Latina también es femini-
zada y la mayoría de las migrantes se insertan en 
trabajos relativos a los cuidados, en entornos no 
regulados, sin posibilidades ni garantías de sindica-
lizarse, vulnerables a las prácticas de explotación.

En este marco, se señala la importancia de la Re-
comendación 204 de la oit, sobre la transición de 
la economía informal a la economía formal, como 
herramienta clave para expandir el acceso de las 
mujeres a la protección social y al trabajo decen-
te. «Las mujeres están sobrerrepresentadas en la 
economía informal, por ello, se hace necesaria la 
intervención sindical con enfoque de género, so-
bre cualquiera de las acciones que se propongan 
en materia de formalizar el empleo». Esta sobre-
rrepresentación causa que las mujeres tengan li-
mitada participación en la negociación colectiva 
y en el diálogo social. Se marca como un desafío 
superar la subrepresentación de las mujeres en las 
organizaciones sindicales.
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Se marca también la relevancia de la aprobación del 
Convenio 189 y su ratificación por 12 países de la 
región como instrumento a ser capitalizado por los 
sindicatos para lograr el pleno reconocimiento de 
las trabajadoras del hogar, y para asegurar su ac-
ceso a la protección social, a un salario digno y a 
acabar con su explotación y el abuso de las jornadas 
de trabajo.

La Conferencia de las Mujeres de la csa reconoce 
la desprotección social que las mujeres sufren en 
mayor proporción que los hombres y su necesidad 
de recibir protección específica relacionada con 
su función reproductiva. Por otra parte, en línea 
con la r202 de la oit, resalta la estrategia de pisos 
de protección social como respuesta posible a las 
brechas de género que se originan en el mercado 
laboral. A su vez, menciona que los programas de 
seguridad social vigentes no son neutrales respecto 
al género, sino que en muchos casos terminan re-
forzando las desigualdades existentes.

Algunos avances de la csa resaltados en la con-
ferencia son el establecimiento de un mínimo de 
40 % de participación de mujeres en sus órganos 
directivos, la creación del Comité de Mujeres Tra-
bajadoras de las Américas (cmta) y de otras ins-
tancias a nivel subregional; y a nivel nacional, la 
creación de las secretarías de las mujeres en los sin-
dicatos o el establecimiento de cuotas de participa-
ción de mujeres en los órganos de dirección de las 
centrales sindicales. Es tarea pendiente «desarrollar 
estrategias y mecanismos adecuados para garanti-
zar la igualdad de oportunidades y la equidad de 
género entre mujeres y hombres, como una línea 
permanente y transversal en la política y en la ac-
ción sindical».

Desde el ámbito sociopolítico, se resalta la impor-
tancia de la construcción de las mujeres como suje-
tos políticos con base en la igualdad en el poder; la 
csa señala como prioridad estratégica trazar alian-
zas con el movimiento feminista y las asociacio-
nes de mujeres, que han jugado un papel clave en 
las conquistas de los derechos de ciudadanía de las 
mujeres. Para el ámbito sindical, se concluye que se 
necesita incluir la igualdad en la cultura y las prác-

ticas organizativas, promover el liderazgo de las 
mujeres en los procesos de autorreforma sindical y 
establecer programas de formación de liderazgos.

Por último, el Congreso Continental de 2016 
vuelve a emitir una Resolución sobre Equidad e 
Igualdad de Género (nuevamente la n.° 13), adop-
tando los posicionamientos y acuerdos alcanzados 
en la Conferencia de Mujeres de la csa. Se insiste 
en la necesidad de realizar transformaciones «en las 
formas de producción y reproducción social, en las 
estructuras de poder y autoridad, y en reconocer a 
las mujeres como agentes activos en todos los pro-
cesos sindicales, sociales, políticos y económicos». 
Se reconoce que ha habido avances al respecto, 
pero estos se consideran «insuficientes y dispares», 
no siendo posible aún la autonomía plena de las 
mujeres, ni económica ni física. La violencia contra 
las mujeres y sus derechos reproductivos preocu-
pan a la Confederación, como queda expresado en 
la resolución.

El congreso considera «fundamental reforzar el li-
derazgo de las mujeres en los sindicatos como parte 
de procesos de autorreforma sindical», ya que así 
las organizaciones aumentarán su capacidad de de-
fender mejor los derechos de todos y todas. «La 
paridad entre hombres y mujeres es un proceso que 
da como resultado un cambio en la concepción de 
la política sindical y fortalece el movimiento sin-
dical.» A su vez, se exhorta a las afiliadas a desa-
rrollar medidas para erradicar el trabajo informal 
y precario de las mujeres, y a fortalecer alianzas 
estratégicas y acciones de coordinación con sindi-
catos globales y redes de mujeres a nivel nacional y 
regional. «Es importante promover la protección 
de la maternidad, las áreas de cuidado, ampliando 
el piso de protección social con soluciones contri-
butivas a reducir las diferentes brechas de género.»
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Anexo IV. Glosario

Arreglos de cuidado: los trabajadores con res-
ponsabilidades familiares deben asegurarse de que 
las personas que dependen de ellos sean cuidadas 
en su ausencia, así como de que las tareas domésti-
cas sean realizadas. Para esto, realizan arreglos de 
cuidado de diferente tipo. Hein (2005) establece 
tres categorías amplias: 1) informales y gratuitos 
(usualmente brindados por familiares, sean miem-
bros o no del hogar); 2) formales y pagos (servicios 
de cuidado que brinda el mercado, como centros 
de cuidado, servicios domiciliarios de cuidado o 
servicios de cuidado brindados en el hogar de un 
tercero), y 3) servicio doméstico (trabajadores que 
tienen una relación laboral directa con el hogar que 
los emplea durante cierto tiempo).

A esta primera clasificación correspondería agre-
garle otras categorías, como los arreglos formales 
y gratuitos (brindados por el Estado), informales y 
pagos (cuidado brindado a cambio de cierta remu-
neración en dinero o especie, sin vínculo contrac-
tual formal), y comunitarios (existen programas en 
distintos países que promueven los arreglos de cui-
dado basados en hogares comunitarios: un hogar brin-
da cuidados a grupos reducidos de niños, general-
mente residentes en el barrio o en la zona; también 
pueden existir arreglos comunitarios informales y 
espontáneos a nivel barrial o zonal).

Cuentas satélite: son una extensión del sistema 
de cuentas nacionales, comparten sus conceptos 
básicos, definiciones y clasificaciones. Permiten 
ampliar la capacidad analítica de la contabilidad 
nacional a determinadas áreas de interés socioeco-
nómico de una manera flexible y sin sobrecargar o 
distorsionar el sistema central (dane, Colombia).

División sexual del trabajo: se expresa en la asig-
nación de roles de provisión y trabajo mercantil a 
los hombres, y de tareas de cuidado en el ámbito 
doméstico a las mujeres. La presencia en todas las 
sociedades de una inserción diferenciada de hom-
bres y mujeres en el trabajo productivo y reproduc-
tivo es un fenómeno observable e histórico. En las 
sociedades industriales y modernas, las mujeres pa-

san a insertarse en el ámbito productivo, pero ese 
cambio no es acompañado por un involucramiento 
equitativo de los varones en el ámbito reproducti-
vo. En este sentido, la división sexual del trabajo 
implica consecuencias concretas para las mujeres: 
menores tasas de participación laboral, sobrecarga 
global de trabajo (agregando el trabajo remunerado 
y el no remunerado), brechas salariales, segregación 
ocupacional, entre otras.

Economía feminista: véase la sección II.

Economía informal: siguiendo el marco concep-
tual de la oit, la economía informal refiere a «todas 
las actividades económicas desarrolladas por los 
trabajadores y las unidades económicas que —en 
la legislación o en la práctica— están insuficiente-
mente cubiertas por sistemas formales o no lo es-
tán en absoluto», excluyendo las actividades ilícitas 
(r204-oit).

En lo operativo, la economía informal se define 
como la suma de los empleos en el sector informal 
y los empleos informales fuera del sector informal. 
En ese marco, resultan relevantes los siguientes 
conceptos:

�� Empleo informal: refiere a los empleos como 
unidades de observación. El cuadro A1 resume 
los tipos de empleo que abarca. A nivel general, 
responde a la suma de los empleos informales 
fuera del sector formal y los empleos informales 
del sector informal.

�� Sector informal: se toman las unidades de pro-
ducción como unidades de observación. Una 
empresa se considera dentro del sector infor-
mal cuando cumple los siguientes requisitos: es 
empresa no constituida en sociedad (no es una 
entidad legal distinguible de sus propietarios; es 
propiedad de y controlada por uno o más miem-
bros de uno o más hogares, y no es una cuasi 
sociedad: no lleva una contabilidad completa, 
incluido el balance general); a su vez, es una 
empresa de mercado, dado que vende al menos 
una parte de los bienes o servicios que produce 
(se excluyen así los hogares que emplean per-
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sonal doméstico remunerado). Sumado a esto, 
cumplen con por lo menos uno de los siguientes 
criterios: 1) el número de personas contratadas 
de manera continua se encuentra por debajo de 
un cierto límite determinado por el país;26 2) la 
empresa no está registrada, o 3) los asalariados 
de la empresa no están registrados.

�� Empleo informal fuera del sector informal: 
comprende los siguientes tipos de empleo:

�� Asalariados que tienen empleos informales 
en empresas del sector formal o como tra-
bajadores domésticos asalariados emplea-
dos por hogares. Respecto al primer caso, 
se considera que los asalariados tienen un 
empleo informal si su relación de trabajo, 
de derecho o de hecho, no está sujeta a la 
legislación laboral nacional, el impuesto 
sobre la renta, la protección social o deter-
minadas prestaciones relacionadas con el 
empleo (preaviso al despido, indemnización 
por despido, vacaciones anuales pagadas o 
licencia pagada por enfermedad, etc.).

�� Trabajadores familiares auxiliares que traba-
jan en empresas del sector formal.

�� Trabajadores por cuenta propia que produ-
cen bienes exclusivamente para el propio 
uso final de su hogar (cuadro A1).

Heterogeneidad estructural: concepto formula-
do originalmente por la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (cepal) en la década 
de 1960 y desarrollado posteriormente por varios 
autores en el marco de la teoría de la dependencia, 
que buscaba explicar la relación entre los países más 
avanzados (del centro) y menos avanzados (de la 
periferia). La heterogeneidad estructural se puede 
definir atendiendo a la estructura productiva o a la 
estructura ocupacional. La estructura productiva 
se considera heterogénea cuando coexisten en ella 

26. Generalmente para América Latina se considera un lí-
mite de cinco empleados.

sectores con diferentes dinámicas de desarrollo: 
por un lado, ramas o actividades de productividad 
alta y con uso intensivo de tecnología, y por otro 
lado, ramas o actividades de productividad mucho 
más baja. A esta estructura productiva se corres-
ponde cierto tipo de estructura ocupacional: los 
sectores de productividad alta generan empleo de 
mayor calificación, mientras que los de producti-
vidad baja generan subempleo y empleo precario 
(Pinto, 1976; Rodríguez, 1998).

El subempleo responde a una oferta alta de mano 
de obra que no puede ser absorbida por actividades 
de mayor productividad. Incluso cuando las econo-
mías expanden su sector industrial este excedente 
de mano de obra continúa, ya que es alimentado 
por la migración campo-ciudad. En los procesos 
de expansión, se genera un sector terciario en tor-
no a la industria naciente que luego absorberá en 
parte la mano de obra excedente que quedó por 
fuera del sector dinámico, aunque en condiciones 
de baja calidad, manteniendo los salarios bajos y 
reduciendo con ello el salario promedio de la eco-
nomía (Esquivel, 2012).

La heterogeneidad estructural es presentada como 
una característica clave de las economías perifé-
ricas (Pinto, 1976). En un sentido amplio, puede 
ser entendida «como una cristalización de formas 
productivas, relaciones sociales y mecanismos de 
dominación […] coexistentes en el tiempo e inter-
dependientes en su dinámica dentro de sociedades 
nacionales políticamente unificadas» (Di Filippo y 
Jadue, 1976, citados en cepal, 2016b: 16).

Medidas que facilitan la conciliación trabajo-
familia (iniciativas del ámbito laboral): medi-
das o políticas empresariales que habilitan a los 
empleados a equilibrar mejor su tiempo entre su 
actividad productiva y su actividad reproductiva 
(no se incluyen políticas secuenciales). Algunos 
ejemplos:

�� Trabajo compartido (job sharing): forma de 
trabajo part-time en la que un puesto de traba-
jo, con sus responsabilidades y tiempo laboral 
correspondientes, es compartido por dos o 
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más empleados part-time. El salario completo es 
dividido entre los trabajadores según la canti-
dad de horas trabajadas. Esta opción puede ser 
apropiada cuando las oportunidades de arreglos 
de trabajo part-time tradicionales son escasas, y 
tiene ventajas como la flexibilidad horaria (in-
cluyendo rotación de días libres, incluso trabajo 
alternado semanalmente) (Hein, 2005).

�� Bancos de tiempo en el trabajo: esquema de 
trabajo que permite a los trabajadores acumu-
lar créditos y déficits en horas trabajadas hasta 
un límite previamente establecido, y con reglas 
claras de cómo y cuándo el excedente de horas 
puede ser utilizado (Hein, 2005). La acumula-
ción de horas en bancos de tiempo puede ser 
especialmente valiosa en casos de emergencias 
familiares u otros imprevistos.

�� Semanas de trabajo comprimidas: arreglo 
laboral alternativo en el que una semana de 
trabajo estándar es reducida a menos de cinco 
días. Esto implica, por ejemplo, que una sema-
na de 40 horas laborales puede cubrirse con 
cuatro días de 10 horas, en lugar de con cinco 

Cuadro A1

Marco conceptual: empleo informal

Unidades 
de 
producción 
por tipo

Empleos según la situación en el empleo

Trabajadores por 
cuenta propia Empleadores Trabajadores 

familiares auxiliares Asalariados Miembros de cooperativas 
de productores

Informal Formal Informal Formal Informal Informal Formal Informal Formal

Empresas 
del sector 
formal

        1 2      

Empresas 
del sector 
informal

3   4   5 6 7 8  

Hogares (a) 9         10      

(a) Hogares que producen bienes exclusivamente para su propio uso final, y hogares que emplean a trabajadores domésticos asalariados.
Nota: Las casillas en gris oscuro se refieren a empleos que, por definición, no existen en el tipo de unidades de producción en cuestión. Las 
casillas en gris claro se refieren a los empleos formales.
Empleo informal: casillas 1 a 6 y 8 a 10.
Empleo en el sector informal: casillas 3 a 8.
Empleo informal fuera del sector informal: casillas 1, 2, 9 y 10.
Fuente: oit, 2003.

días de 8 horas. Este arreglo puede facilitar la 
conciliación trabajo-familia, o hacerla más di-
fícil, dependiendo de cada situación particu- 
lar y en ocasiones de la propia elección del tra-
bajador. Las ventajas para los trabajadores son 
menos viajes entre el trabajo y el hogar, perío-
dos más largos para recuperarse de horarios 
laborales inusuales y bloques de tiempo más 
compactos para atender necesidades familia-
res. Por otra parte, jornadas laborales largas 
pueden extenuar al trabajador física y mental-
mente, y no son buenas para establecer rutinas 
diarias (Hein, 2005).

�� Horarios de trabajo escalonados: trabajo por 
turnos, en que no todos los trabajadores llegan 
y se van al mismo tiempo, sino que lo hacen 
en forma escalonada. Si los trabajadores pueden 
decidir al menos en parte sobre sus horarios, 
esto puede ayudarlos a conciliar sus responsabi-
lidades familiares (Hein, 2005).

�� Teletrabajo: arreglo laboral en que los em-
pleados pueden llevar a cabo las tareas de las 
que son responsables desde otro lugar físico 
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que no sea el lugar de trabajo del empleador. 
No necesariamente se trata de trabajo desde 
el hogar: los teletrabajadores pueden desempe-
ñarse en la oficina de un cliente, en una oficina 
satélite o en un centro de teletrabajo o cowork. 
El teletrabajo puede, además, ser una opción 
a adoptar en forma parcial o en caso de emer-
gencias. Este tipo de arreglo puede facilitar la 
conciliación con la vida familiar, en el sentido 
de que habilita la lactancia y, por ejemplo, el 
cuidado de los hijos en período de vacacio-
nes, fuera del horario escolar o cuando se en-
cuentran enfermos. Sin embargo, esta ventaja 
puede transformarse en desventaja en algunas 
situaciones, especialmente para los teletrabaja-
dores full-time, cuando la productividad laboral 
se ve afectada por las responsabilidades do-
mésticas, o viceversa (Hein, 2005).

�� Trabajo desde el hogar (home-work): distinto 
del teletrabajo por su relación laboral (suelen ser 
subcontratados sin beneficios, mientras que los 
teletrabajadores son asalariados formales), sus 
habilidades (suelen tener menor capacitación y 
habilidades) y sus recursos (se caracterizan por 
la falta de acceso a equipamiento para mejorar 
su productividad, lo cual implica que trabajen 
una mayor cantidad de horas para cumplir con 
los objetivos). Para que el trabajo desde el hogar 
ayude a alivianar la tensión entre familia y tra-
bajo, se necesita que sea un trabajo de calidad 
y que siga todos los criterios establecidos por 
el c177 (Convenio sobre Trabajo a Domicilio, 
1996) de la oit (Hein, 2005).

�� Trabajo part-time: implica trabajar menor 
cantidad de horas de lo considerado estándar. 
Este tipo de trabajo puede ser contraproducente 
para la igualdad de género. Si bien habilita a un 
conjunto de mujeres, que de otra forma estarían 
inactivas, a insertarse en el mercado de trabajo, 
existe una brecha importante si se lo compara 
con el trabajo full-time en relación con sueldos, 
beneficios y acceso a la seguridad social. Usual-
mente, también provee menos espacio para la 
capacitación y el desarrollo de carrera. Quienes 
trabajan en forma part-time son mayormente 

mujeres, lo cual aumenta la brecha salarial entre 
géneros y al mismo tiempo refuerza el modelo 
de breadwinner masculino, con la mujer desplaza-
da a un rol secundario en el mercado de traba-
jo. En este sentido, para que el trabajo part-time 
sea funcional a alivianar la tensión entre trabajo 
y familia, es necesario que sea de calidad, que 
cuente con las regulaciones y supervisiones co-
rrespondientes, acceso a la seguridad social y 
salarios equivalentes o prorrateados (según co-
rresponda) sobre la base de los salarios de los 
trabajadores full-time (Hein, 2005).

�� Horario flexible (flexitime): los arreglos de 
horario flexible, esto es, que no son fijos ni es-
tipulados unilateralmente por la empresa, pue-
den ser de diferente naturaleza. Pueden tener 
una base de horas a trabajar por mes, por sema-
na o por día. Son comunes los arreglos que es-
tablecen un total de horas a trabajar por día y un 
horario central en el que los trabajadores deben 
ocupar su puesto de trabajo, pero que ofrecen 
flexibilidad en los horarios de entrada y salida. 
Los trabajadores son beneficiados al otorgárse-
les control sobre sus horarios, ya que pueden 
conciliar mejor el trabajo con sus responsabili-
dades familiares. A su vez, los horarios flexibles 
tienen ventajas para los empleadores, ya que 
reducen las llegadas tarde y el ausentismo, así 
como atraen a nuevos trabajadores potenciales 
a la empresa (Hein, 2005).

Modelos de equidad de género: sistemas de cer-
tificación de calidad voluntarios, que revisan polí-
ticas y prácticas internas, y ayudan a reorganizar y 
construir mecanismos que incorporen la perspec-
tiva de género en forma transversal en las empre-
sas, buscando el establecimiento de condiciones 
equitativas entre hombres y mujeres en los espacios 
de trabajo (Salazar y Salazar, 2009). Trece países 
de América Latina tienen modelos de este tipo en 
funcionamiento, apoyados o administrados por or-
ganismos del Estado relacionados con los derechos 
de las mujeres.

Normas internacionales de trabajo: instrumen-
tos jurídicos preparados por los mandantes de la 
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oit (gobiernos, empleadores y trabajadores) que 
establecen unos principios y unos derechos básicos 
en el trabajo. Las normas se dividen en convenios, 
que son tratados internacionales legalmente vincu-
lantes que pueden ser ratificados por los Estados 
miembros, y recomendaciones, que actúan como 
directrices no vinculantes. En muchos casos, un 
convenio establece los principios básicos que deben 
aplicar los países que lo ratifican, mientras que una 
recomendación relacionada complementa al con-
venio, proporcionando directrices más detalladas 
sobre su aplicación. Las recomendaciones también 
pueden ser autónomas, es decir, no vinculadas con 
ningún convenio (oit, Información disponible en 
‹http://ilo.org/global/standards/introduction-to-
international-labour-standards/conventions-and-
recommendations/lang--es/index.htm›).

Piso pegajoso: «alude a las fuerzas que suelen 
mantener a las mujeres atrapadas en la base de la 
pirámide económica debido a la sobrecarga de tra-
bajo doméstico y de cuidados, así como de respon-
sabilidades y cargas afectivas y emocionales que en 
el ámbito doméstico recaen de manera predomi-
nante sobre las mujeres, dificultando o impidiendo 
el desarrollo de una carrera laboral, sus posibilida-
des de ascenso en los escalafones ocupacionales 
o de alcanzar puestos directivos en las empresas» 
(Espino, 2012: 235).

Pisos de protección social: véase la sección IV.

Políticas desfamiliarizantes/desfamiliarización 
del cuidado: refieren a beneficios (transferencias 
o servicios) que trasladan las responsabilidades de 
provisión de cuidados de las familias y las mujeres 
al Estado, ya sea en forma de provisión pública de 
cuidados, de financiación para la provisión del cui-
dado en el sector privado o en forma de leyes que 
promuevan la provisión de cuidados por el emplea-
dor, o incentivos fiscales o subsidios. Estas políti-
cas asumen que las madres no están infinitamente 
disponibles para realizar trabajo no remunerado en 
el hogar y tareas de cuidado, y que potencialmente 
todos los miembros adultos de un hogar pueden 
estar insertos en el mercado laboral (Martínez y 
Blofield, 2014).

Políticas de piso maternalista: reconocen el rol 
específico de las mujeres en el alumbramiento y el 
amamantamiento. Por ejemplo, licencias materna-
les que ayuden a las mujeres a recuperarse física y 
emocionalmente, así a como establecer rutinas y 
relacionarse con el recién nacido son esperables 
como parte de ese piso (Martínez y Blofield, 2014).

Políticas de regulación de las ocupaciones re-
lacionadas con el cuidado en el hogar: buscan 
establecer condiciones laborales dignas para el per-
sonal (mayormente femenino) que trabaja como 
dependiente en los hogares. Estas políticas son una 
alternativa a la promoción en clave institucional del 
cuidado (Martínez y Blofield, 2014).

Políticas maternalistas: reconocen y premian 
el cuidado como una responsabilidad total o casi 
totalmente femenina, sin buscar reducir brechas 
de género. A su vez, exaltan la capacidad innata 
de las mujeres para el cuidado (Koven y Michel, 
1993, citado en Martínez y Blofield, 2014). Se tra-
ta, por ejemplo, de licencias maternales generosas 
que no están acompañadas de licencias paternales 
o licencias parentales compartidas, o el subsidio del 
trabajo no remunerado mediante incentivos fisca-
les o transferencias para amas de casa (Martínez y 
Blofield, 2014).

Políticas que promueven la corresponsabili-
dad: buscan redistribuir las responsabilidades, los 
costos y el tiempo dedicados al cuidado, con el ob-
jetivo de que no estén concentrados en las mujeres, 
y reconociendo a estas como trabajadoras, no solo 
como madres. En este sentido, tienden a reducir la 
brecha de género tanto en los cuidados como en 
el mercado laboral, así como la discriminación de 
género en la fuerza de trabajo que resulta de la divi-
sión sexual del trabajo (Martínez y Blofield, 2014).

Las políticas que promueven la corresponsa-
bilidad del Estado desfamiliarizan el cuidado 
mediante la provisión de servicios de cuidado de 
personas dependientes accesibles y de calidad. Por 
otra parte, las políticas que promueven la corres-
ponsabilidad de la pareja o la corresponsabilidad 
paternal a la interna de las familias incentivan el 
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involucramiento de los padres en la provisión del 
cuidado. Se trata, por lo general, de políticas se-
cuenciales que promueven la reorganización de los 
roles de género entre los padres, desmercantilizan-
do la provisión del cuidado (por ejemplo, licencias 
parentales compartidas entre ambos padres) (Mar-
tínez y Blofield, 2014). Por último, la correspon-
sabilidad de las empresas puede verse a través 
de prácticas, medidas y políticas laborales que estas 
toman para ayudar a conciliar la vida laboral y fa-
miliar de sus trabajadores (Hein, 2005).

El Anexo II sistematiza políticas de corresponsa-
bilidad y medidas que, en general, facilitan la con-
ciliación entre la vida familiar y la vida laboral, en 
base a lo expuesto en Hein (2005).

Políticas secuenciales: aquellas que apoyan el in-
greso económico en momentos de interrupciones 
de la trayectoria laboral para la dedicación al cui-
dado (licencias de maternidad, paternidad, paren-
tales, políticas de flexibilidad laboral y que apun-
tan a la jornada reducida). Con estas políticas, las 
responsabilidades del cuidado siguen en la familia 
(Martínez y Blofield, 2014).

Segmentación del mercado laboral: producto de 
la heterogeneidad productiva, implica que hay em-
pleos que se generan en la economía formal y ob-
tienen altos salarios (cuando se ubican en estratos 
de alta productividad), o salarios medios cuando el 
nivel de productividad es menor. Otros empleos se 
generan en la economía informal, en la que básica-
mente los salarios tienden a ser de menor magnitud 
y los empleos son, en mayor medida, informales 
(véase más en la sección III.2).

Segregación ocupacional de género: implica 
la concentración desproporcionada de mujeres en 
ciertas ramas de actividad o tipos de ocupaciones 
consideradas femeninas. Puede ser horizontal, rela-
tiva a las ocupaciones y las áreas de trabajo, o ver-
tical, relativa a las escalas jerárquicas y el desarrollo 
de carrera. «La segregación horizontal se verifica 
en el predominio femenino en los sectores tradi-
cionales feminizados, o sea, mujeres y varones se 
distribuyen de manera diferente entre los tipos de 

ocupaciones del mismo nivel. La segregación ver-
tical se refiere a una distribución desigual de muje-
res y varones en la jerarquía ocupacional» (Espino, 
2012: 224) (véase más en la sección III.2).

Sistemas de protección social: son un aspecto 
definitorio de los regímenes de bienestar de los 
países. En un sentido amplio, «incluyen el sistema 
de seguridad social (sistema de pensiones y demás 
seguros sociales), las políticas de promoción social 
(destinadas a fortalecer las condiciones sociales de 
la población excluida de los seguros sociales) y las 
políticas sectoriales (de educación, salud, vivienda, 
trabajo, saneamiento público, etc.). La extensión de 
cada uno de estos cuerpos varía según los casos 
nacionales, y el tipo de régimen de bienestar de que 
se trata» (Rodríguez Enríquez, 2012: 401).

Techo de cristal: en estudios de género, se deno-
mina así a la limitación estructural al ascenso labo-
ral de las mujeres a la interna de las organizaciones. 
En este sentido, actúa como una «superficie supe-
rior invisible en la carrera laboral de las mujeres, di-
fícil de traspasar, que les impide seguir avanzando» 
(Espino, 2012: 235). Su carácter de invisibilidad 
proviene del hecho de que no existen leyes, dispo-
sitivos sociales ni códigos visibles que impongan 
esa limitación en forma explícita (Burin, 2003). A 
los techos de cristal se les atribuye la escasa presen-
cia de mujeres en cargos directivos y de gerencia a 
nivel mundial.

Trabajo remunerado: el conjunto de actividades 
destinadas a producir bienes y servicios que reali-
zan las personas para la obtención de ingresos de 
algún tipo (mides, 2013).

Trabajo no remunerado: el conjunto de trabajos 
integrados por el trabajo doméstico en el hogar, 
el trabajo de cuidados, el trabajo que se brinda a 
otros hogares sin recibir remuneración y el trabajo 
voluntario.

�� Trabajo doméstico en el hogar: aquellas ac-
tividades que producen bienes y servicios para 
uso de los miembros del hogar sin recibir remu-
neración.
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�� Trabajo de cuidados: aquellas actividades de 
cuidado de niños/as, de personas con discapa-
cidad o de mayores de 65 años que se realizan 
en el hogar sin recibir remuneración (mides, 
2013).

Transversalización de la perspectiva de géne-
ro: el Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas definió en 1997 la transversalización de la 
perspectiva de género como «el proceso de valorar 
las implicaciones que tiene para los hombres y para 
las mujeres cualquier acción que se planifique, ya se 
trate de legislación, políticas o programas, en todas 
las áreas y en todos los niveles». Es una estrate-
gia para que las experiencias de hombres y mujeres 

sean integradas en el diseño, la implementación, la 
evaluación y el monitoreo de las políticas públicas, 
de manera que las mujeres y los hombres puedan 
beneficiarse de ellos igualmente y no se perpetúe la 
desigualdad. El objetivo final de la integración es 
conseguir la igualdad de los géneros.

Trabajadores con responsabilidades familia-
res: el Convenio 156 de la oit define a los tra-
bajadores con responsabilidades familiares como 
aquellos que tienen hijos a cargo y/u otros miem-
bros de su familia directa «que de manera evidente 
necesiten su cuidado o sostén». En este sentido, la 
definición aplica a las y los trabajadores que tienen 
personas dependientes a su cargo.
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